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			A través de nuestras publicaciones se ofrece un canal de difusión para las investigaciones que se elaboran al interior de las universidades e ­instituciones de educación superior del país, partiendo de la convicción de que dicho quehacer intelectual se completa cuando se comparten sus resultados con la colectividad, al contribuir a que haya un intercambio de ideas que ayude a construir una sociedad madura, mediante una discusión informada.

			Con la colección Pública social se busca dar visibilidad a trabajos elaborados en torno a las problemáticas sociales para ponerlos en la palestra de la discusión

			
				
					[image: ]
				

			

			
				
					[image: ]
				

			

			
				
					[image: ]
				

			

			Los derechos exclusivos de la edición quedan reservados para todos los países de habla hispana. 
Prohibida la reproducción parcial o total, por cualquier medio conocido o por conocerse, sin el consentimiento por escrito de su legítimo titular de derechos.

			Este libro ha sido dictaminado positivamente por pares académicos ciegos y externos a través del Consejo Editorial de Ciencias Sociales y Humanidades de la UAM-I, se privilegia con el aval de la institución coeditora.

			Derechos reservados para todas las ediciones en castellano.

			Poder social. Instituciones de participación ciudadana 
en Colombia, Brasil, Bolivia, Venezuela y Cuba
Primera edición impresa: 2023

			Edición ePub: febrero 2024

			D. R. © 2023, Armando Rendón Corona

			D. R. © 2023, Bonilla 
Distribución y Edición, S.A. de C.V. 
Hermenegildo Galeana #116, 
Barrio del Niño Jesús, 
Tlalpan, 14080, Ciudad de México

			editorial@bonillaartigaseditores.com.mx
www.bonillaartigaseditores.com

			D. R. © 2023, 
Universidad Autónoma Metropolitana
Prolongación Canal de Miramontes 3855, 
Ex Hacienda San Juan de Dios, Tlalpan, 
14387, Ciudad de México, México

			Unidad Iztapalapa
Consejo Editorial de la División 
de Ciencias Sociales y Humanidades
Av. Ferrocarril San Rafael Atlixco Núm. 186, Col. Leyes de Reforma Primera Sección,
Iztapalapa, 09310, Ciudad de México, México

			Coordinación editorial: Bonilla Artigas Editores
Cuidado de la edición: Sara Mendoza
Diseño editorial y de portada: d.c.g. Jocelyn G. Medina
Realización ePub: javierelo

			Bonilla Artigas Editores
ISBN: 978-607-8956-29-6 (impreso)
ISBN: 978-607-8956-28-9 (ePub)
ISBN: 978-607-8956-30-2 (pdf)

			Universidad Autónoma Metropolitana
ISBN: 978-607-28-3008-0 (impreso)
ISBN: 978-607-28-3007-3 (ePub)
ISBN: 978-607-28-3009-7 (pdf)

			Prohibida la reproducción total o parcial por cualquier medio sin la autorización escrita del titular de los derechos patrimoniales.

			Hecho en México.

			Nota de la edición ePub: A lo largo del libro hay hipervínculos que nos llevan directamente a páginas web. Aquellos que al cierre de esta edición seguían en funcionamiento están resaltadas y con el hipervínculo funcionando. Cuando no se puede acceder a ellas desde el vínculo, por no estar ya en línea, se deja con su dirección completa: <http://www.abc.def>.

		

	
		
			

		

		
			Contenido

			Introducción

			Capítulo 1

			Veedurías ciudadanas en Colombia

			Capítulo 2

			Los consejos de gestión de políticas públicas en Brasil

			Capítulo 3

			Participación y control social en Bolivia

			Capítulo 4

			Concejos comunales en Venezuela

			Capítulo 5

			Los comités de defensa de la revolución y el poder popular en Cuba

			Conclusiones

			Bibliografía

			Sobre el autor

		

	
		
			Introducción

			Cada vez con mayor frecuencia, se escucha mencionar el concepto de democracia participativa para designar diversos significados. Algunos la asocian con la consulta al pueblo; otros, con la formación de la opinión pública o la acción de asociaciones ciudadanas. Este trabajo se restringe a la acepción de intervención en los asuntos públicos, pues es lo que importa a los sectores sociales más urgidos de participar en la satisfacción de sus necesidades sociales. Ciertamente, en esas y otras formas democráticas se expresa la participación ciudadana, que oscila entre la intención de influir sobre las decisiones y tomarlas directamente, entre la mirada vigilante sobre la acción estatal y la intervención directa en la ejecución de lo decidido.

			La participación ciudadana en la gestión de los asuntos públicos tiene, sin embargo, un significado muy amplio que recubre dos esferas diferenciadas: la vida social y el Estado, es decir, lo público-social y lo público-estatal, esferas que interactúan desde sus especificidades y reclaman su autonomía en el espacio del interés general. La coincidencia de ambas se produce cuando cobra primacía el interés público. En ese sentido, el concepto de colectividad subsume las individualidades confrontadas con el interés privado y, más precisamente, sobre el interés privado capitalista.

			La reivindicación de lo público-estatal está en relación con la historia de la monopolización del poder en su beneficio propio por las clases poseedoras, que ha significado una relación inversa de apropiación de los recursos y funciones del Estado por una minoría social y, en el lado opuesto, desigualdad y exclusión de la mayoría. Esta distribución regresiva del poder se ha recrudecido durante casi el medio siglo de implantación del capitalismo neoliberal, que David Harvey ha llamado capitalismo por desposesión, y que se caracteriza no solo por la privatización de los recursos del Estado (una forma de desposesión de lo público), sino también por el despojo de lo que es propio de la sociedad como un todo, de las comunidades y personas.

			El capitalismo neoliberal ha tenido un éxito considerable en su propósito de fragmentar la resistencia colectiva a su expansión y en la apropiación de los espacios públicos. No obstante, el espacio público es un campo de batalla en el que se dirimen contradicciones irreductibles: el mercado contra el Estado y lo público-social; el individuo egoísta contra la colectividad solidaria; el Estado social-nacional contra la transnacionalización imperialista; la soberanía popular nacional contra los poderes supranacionales disciplinarios (fmi, bm, omc); el bloque popular nacional contra las oligarquías locales articuladas por el capital trasnacional.

			La reacción contra ese orden tiene también una historia de resistencia y de proyectos de cambio en las relaciones sociales de dominación, cuyos objetivos generales son la equidad en la distribución de los frutos del trabajo y la satisfacción de las necesidades sociales como centro del sistema político y económico (por lo tanto, la redistribución equitativa de los recursos públicos y del poder político). 

			Las contratendencias redistributivas contienden por la vía de la democracia participativa contra el centralismo político, tradicionalmente concentrador del poder y la riqueza. En este estudio se enfocan dos dimensiones de la participación democrática: la primera propone la desconcentración del poder a través de la institución de nuevos poderes o funciones del Estado, especialmente en beneficio de la democracia local y mediante la representación ampliada en los gobiernos municipales e instancias submunicipales, con la consiguiente descentralización de la administración pública. La segunda dimensión de la desconcentración del poder implica la dificultosa transferencia de competencias y responsabilidades hacia la sociedad civil organizada, en el sentido de cogobierno y autogobierno.

			Desde esta perspectiva, nuestra investigación propone analizar algunas de sus dimensiones. Se abordarán dos planos de la acción colectiva: la intervención de los grupos sociales desde su lugar de residencia (el ámbito vecinal) y la participación en la solución de necesidades específicas (vivienda, salud, agua, etcétera), que están estrechamente relacionados pero se distinguen en cuanto a organización y espacios de ejercicio. 

			Resultan especialmente interesantes las distintas vertientes de la sociedad organizada, en la que se convergen la diversidad de asociaciones ciudadanas con los diferentes grados de formalización e interconexión, que actúan sobre la diversidad de asuntos públicos. La sociedad organizada se propone intervenir en las decisiones públicas que conciernen a todos los campos de interés social con derechos reconocidos por el Estado, especialmente mediante la construcción de un lugar institucional en el Estado. En ese sentido, la participación ciudadana organizada asume una función política. 

			Este estudio se centra en la inserción de la sociedad civil en la vida del Estado, expresada de distintas maneras e intensidades que van de la función de contraloría social, que significa supervisión y fiscalización del funcionamiento de las políticas públicas, a la participación de las organizaciones sociales en las instancias de planeación de políticas públicas, particularmente en la determinación del monto y destinos del gasto. La forma más desarrollada de la participación colectiva se produce cuando las organizaciones se encargan de la solución de problemas y la satisfacción de necesidades mediante el ejercicio de la democracia directa en la toma de decisiones, y cuando aportan un trabajo social voluntario (pongamos por caso la urbanización) en los servicios públicos o actividades de economía solidaria.

			La democracia directa muchas veces es percibida con indulgencia o desprecio, es remitida a un difuso pasado griego del que se concluye que fue y será factible únicamente en pequeñas comunidades; o en todo caso se admite como utopía. Efectivamente, el punto de partida son los pequeños grupos, pero no atomizados, sino como parte de un sistema que se orienta por un ideal de civilización perseguido sin descanso en la vida real, a través del ensayo, del tropiezo y que se recomienza cada vez. El enfoque de este análisis es descriptivo y su propósito es mostrar experiencias de democracia directa en las que están implicadas pequeñas comunidades locales, así como sus articulaciones a escala regional y nacional. Se estudiará su movimiento, que parte de necesidades materiales y culturales, y es empujado por la pobreza, la explotación, la exclusión y el sometimiento por la fuerza. 

			Se presentan cinco países latinoamericanos en los que se ha institucionalizado la participación ciudadana para la gestión de asuntos públicos: la contraloría social en Colombia, los concejos de gestión de políticas públicas en Brasil, los comités de vigilancia y participación en Bolivia, los concejos comunales en Venezuela y los comités de defensa de la revolución en Cuba. En cada caso se trata de procesos desarrollados con sus propios tiempos, formas organizativas y resultados.

			Cada uno de los procesos participativos de los cinco países estudiados es un producto original de su historia y responde a diferentes soluciones para problemas comunes. El alcance de las instituciones participativas es variable en cuanto a su extensión, diseño e influencia: en algunos casos se limita a la supervisión o control de algunos o de todos los organismos del Estado, o se extiende al control sobre servicios públicos proporcionados por empresas privadas que operan con recursos públicos; otras experiencias se especializan en determinadas áreas de actuación (educación, salud, etcétera). En los casos de Cuba y Venezuela, las instituciones participativas intervienen en todos los asunto públicos, incluidas las elecciones, sin otra limitación que la capacidad de las comunidades. Por supuesto, existen experiencias participativas en otros países del subcontinente que falta seguir estudiando…

			Las instituciones participativas difieren en cuanto a las facultades reconocidas formalmente, que pueden ser meramente consultivas o ejecutivas y tan amplias como para formular o aprobar políticas, asignar presupuestos, colaborar con instancias gubernamentales o participar en la cogestión y autogestión de servicios públicos. Además, el ámbito reconocido de su funcionamiento puede ser meramente local (municipal) o sectorial (educación, medioambiente), o bien integrarse en escalas más amplias de los ámbitos regional, estatal (departamental) y nacional. Otros fenómenos analizados son el grado de autonomía de las organizaciones sociales, la representatividad y la profesionalización de sus voceros, y su grado de pluralismo.

			En todos los casos seleccionados se presta atención a las formas organizativas, a los campos de acción colectiva, su efectividad y sus dificultades; se observa el grado en el que los derechos de participación y control sociales son reconocidos jurídica, política e institucionalmente. En lo posible, se da cuenta de los logros y adquisiciones y de la formación de una conciencia social que no solo llena un vacío, sino que además despierta proyectos más ambiciosos.

			Las nuevas instituciones de participación comunitaria se abren paso en contradicción con los poderes tradicionales, con las élites locales y los partidos políticos opuestos a su empoderamiento; deben lidiar contra las prácticas de cooptación, clientelismo, corporatización y regateo de recursos. Se observan procesos de progreso y retroceso, de rechazo y marginación, o de apertura a la participación, que tienden hacia la constitución de una dualidad de poder, cuya finalidad es la democratización de la sociedad y del Estado desde la perspectiva de una nueva democracia social. 

			El panorama que ofrecemos adolece de discontinuidades, disparidades y ausencias, debidas principalmente a la heterogeneidad de las fuentes utilizadas; pero, más allá de estas insuficiencias, queda en pie el propósito de aprender de las experiencias latinoamericanas en cuestión, buscando rasgos generales sobre los cuales reflexionar desde la perspectiva de experimentación propia en el apartado “IV Transformación de la sociedad mexicana”.

			Agradezco la colaboración de Brayan Misael Quintana Garfias, estudiante de Sociología de la Universidad Autónoma Metropolitana, Unidad Iztapalapa.

			Veedurías ciudadanas en Colombia

			Los inicios de la descentralización y la participación

			La modernización del Estado en la etapa posdictatorial sudamericana se orientó en dos direcciones entre las décadas de los ochenta y noventa del siglo xx. La primera, hacia la desconcentración del poder mediante la elección directa de autoridades locales, un derecho hasta entonces inexistente en el Estado poscolonial, y hacia la participación ciudadana en los asuntos de interés público; la segunda consistió en la institucionalización de la participación y del control social.

			Después del intento infructuoso de negociar la paz entre el gobierno y los movimientos armados en 1982, se emprendió una dificultosa búsqueda en favor de un régimen democrático en Colombia. En un contexto de larga guerra civil, desde fines de los años cuarenta a la actualidad, y de la violencia generada por el narcotráfico, se pretendió encontrar en esa década y en las siguientes una salida mediante la democratización (al igual que otros pueblos de la región latinoamericana aquejada por dictaduras militares, que persistieron en la democratización de esos regímenes).

			Lo más relevante fue el proceso de descentralización política, que dio un giro a la tradición centralista y unitaria del Estado según la cual los alcaldes eran nombrados por los gobernadores, y estos a su vez eran designados por el presidente. Los alcaldes comenzaron a ser elegidos por voto directo en 1987 y en 1990, y del mismo modo (por voto directo) también a los gobernadores a partir de 1992 (Romero, 2002a) (Romero, 2002b).

			La descentralización impulsó el fin del monopolio bipartidista del llamado Frente Nacional, con el que liberales y conservadores se repartían el poder (1958-1988), al centralizar la representación local. Desde el año 2000, más de un tercio de los gobiernos locales fueron ganados por partidos ajenos al bipartidismo, lo cual aceleró la crisis de los partidos del Frente Nacional. En las elecciones locales de 2003, el Partido Conservador Colombiano se abstuvo de presentar candidatos en 17 gobernaciones y el Partido Liberal, en 4. El sistema político descentralizado resultó más representativo y abierto a los ciudadanos en comparación con la política uniformadora de todos los territorios, pues favoreció la transferencia de recursos y competencias a los gobiernos locales (Restrepo & Cárdenas, 2004).

			La segunda vía comenzó con las prácticas de control social y supervisión ciudadana en asuntos públicos. Se originó en 1986 con la creación de los Concejos de Rehabilitación, que formaban parte del Plan Nacional de Rehabilitación (1984-1994), y mediante el cual se introdujeron propuestas para generar una mayor participación ciudadana en la planificación y la definición del presupuesto del Estado, especialmente en zonas remotas. Los principios de participación ciudadana introducidos por esta estrategia fueron claves en el diseño constitucional de 1991. A partir de entonces, se crearon nuevas oportunidades y a la desconcentración del poder siguió la sinuosa armonización de la administración central con la democracia local, y, sobre todo, se incorporaron mecanismos de participación ciudadana en la política. Los organismos participativos aparecen entonces como esferas autónomas o semiinstitucionales, formadas por sectores y grupos sociales con facultades de veeduría social (contraloría) sobre las instituciones del Estado. Control social significa en este caso que los ciudadanos vigilan o fiscalizan la probidad del ejercicio del gasto público y la ejecución de las obras públicas conforme a las normas aprobadas, el ejercicio de las funciones conforme a la legalidad y el cumplimiento de las políticas públicas. La contraloría la realizan ciudadanos organizados, debidamente legitimados y dotados de facultades para iniciar procesos de sanción por incumplimiento.

			A pesar de la violencia desatada contra los grupos opuestos al bipartidismo gobernante, la década de los ochenta se caracterizó por una importante movilización popular, que proponía una variedad de respuestas frente a los cambios estructurales en la economía, en las instituciones públicas y frente a la violencia de las élites oficiales. La población indígena, compuesta por un millón de habitantes, sufrió cambios significativos al formarse, en 1982, la Organización Nacional Indígena de Colombia, que fue reconocida por el gobierno. También se reafirmó la identidad de las comunidades negras (seis millones de habitantes), cuyas prerrogativas constitucionales eran aún inferiores a las de los indígenas; así, la Ley 70 de 1993 reconoció los títulos de propiedad colectivos de las comunidades negras. Nuevos temas ganaron audiencia en la agenda pública, como los derechos humanos y la movilización vecinal. En 1981, se realizó el Primer encuentro Nacional de Organizaciones Ecológicas, mientras que el tema de los derechos humanos fue uno de los que más dinamismo tuvo en los ochenta. De hecho, a fines de esa década había aproximadamente un centenar de grupos y comités de derechos humanos en diferentes regiones y municipios del país (Romero, 2002a).

			La institución de participación rural y urbana más extendida y que operaba antes de 1991 era la constituida por las Juntas de Acción Comunal (jac), producto de la alianza bipartidista liberal-conservadora desde 1959. En 1974 existían aproximadamente 18.000 de estas juntas, y en el censo de 1993 se llegaron a contar 42.582. Las jac se sostenían gracias al trabajo de los pobladores o campesinos y recibían fondos públicos y a veces fondos privados para realizar obras de infraestructura social (escuelas, centros de salud, caminos, puentes, alcantarillado, acueductos, etcétera). Estas actividades legitimaban el bipartidismo, pues intercambiaban recursos públicos por apoyo electoral (Romero, 2002a).

			La democracia local y el control democrático del poder público han sido objetivos de los movimientos sociales, pero tuvieron buena acogida por las clases dirigentes para desahogar la conflictividad social. Paralelamente, desde los centros de poder del capitalismo global se lanzó la consigna a los países dependientes del fmi y del Banco Mundial de hacer reformas institucionales, en el sentido de desconcentrar y descentralizar las funciones del Estado de forma coherente con la estrategia de adelgazamiento del Estado periférico. Descentralización y participación podían dar salida a una presión popular demandante de democracia efectiva, que no se podía alcanzar con la mera democracia representativa y que, sin embargo, se ofreció como único modelo capaz de sustituir al fracasado modelo de dictadura militar de los años ochenta.

			Esta estrategia era convincente, pues los enunciados generales argumentados por el Banco Mundial en la primera mitad de los noventa ofrecían mejorar la capacidad de los gobiernos locales, estimular las cualidades de la vida cívica y la participación; todo esto promovería el liderazgo local con mejores alcaldes y concejales, incrementaría la demanda, la capacidad institucional local y el desarrollo económico (Banco Mundial, 1995 citado en Cardona González, 2012). Dicha estrategia no era una vía de un solo sentido, ya que también abría posibilidades al reforzamiento de los sectores populares.

			La vigilancia sobre las funciones públicas constituye un derecho republicano de gran importancia en el siglo xxi, pues permite hacer frente a las políticas de sustracción de las responsabilidades del Estado y a la privatización de sus funciones. La sociedad civil emerge en este contexto como un poder con capacidad de reconducir al Estado y a los empresarios hacia la primacía del interés público, y la veeduría ciudadana surge como una fórmula semiinstitucional dirigida, entre otros propósitos, a detener el grave problema de la corrupción (una de las expresiones de la privatización del Estado). 

			La corrupción es, de hecho, un fenómeno complejo cuyo origen hay que buscar en la separación del Estado de la sociedad, la captura del Estado por intereses empresariales y las estrategias de destrucción de las capacidades sociales para participar en la toma de decisiones y vigilancia de las funciones públicas. El control social merece por lo tanto ser visto como una fórmula efectiva contra la corrupción, porque restablece, en parte, el vínculo entre sociedad y poder público por medios democráticos que contrapesan el poder de políticos y funcionarios. La corrupción es un obstáculo al desarrollo de la sociedad democrática y de la economía productiva, provoca irracionalidad en toda la función pública, causa pobreza y está en el origen de la desigualdad y la exclusión social. Además, socava la legitimidad de las instituciones y de los gobernantes, sustituye al Estado de derecho por un Estado delincuencial y, finalmente, destruye la democracia. Por desgracia, esta epidemia corrosiva solo tendría una solución parcial, si dependiera únicamente de los políticos.

			El control social es una de las dimensiones de la participación ciudadana, que vemos aparecer en el espacio público como una esfera de actividad específica, junto a otras fórmulas estructuradas de poder social (como el presupuesto participativo del tipo brasileño o los concejos comunales venezolanos). En cualquier caso, tiene una importancia clave en la democratización del Estado y de la sociedad misma. 

			Se ha propiciado una gran diversificación de mecanismos de control, sin que estos garanticen el pleno desarrollo del movimiento social participativo. La prolífica innovación institucional ha enfatizado las funciones de control por encima de las de cogobierno y el Estado ha tenido una intervención activa en la promoción del control social, limitando, sin embargo, la generación de capacidades de acción autónoma por parte de los ciudadanos y de las colectividades.

			La Constitución de 1991

			La concepción de la democracia participativa es de origen popular, pero en muchos casos fue alentada desde las instituciones a partir de una visión liberal-pluralista. Surgió en la década de los sesenta y setenta como respuesta de las izquierdas europeas y al empobrecimiento de la democracia representativa a consecuencia de la crisis de representatividad, y aspiraba a reducir las desigualdades políticas y a mejorar la eficiencia de las Políticas Públicas. Nuria Cunill definió esa visión liberal-pluralista como un: 

			…conjunto de espacios de participación ciudadana en la gestión pública: a) la crisis de representación resultante de la crisis de los partidos, así como del Congreso y de las instituciones de representación política; b) la conciencia de la apropiación privada de los poderes públicos; c) la crítica a los aspectos negativos del Estado de bienestar, en particular el predominio de las élites tecnocráticas públicas y privadas, y su incomunicación con la sociedad; d) la necesidad de crear un esfera pública dentro del Estado que recoja y atienda las voces de los ciudadanos (Hernández, 2010, p. 101).

			En Colombia, pese a la oposición del Congreso y de las élites políticas bipartidistas, en 1990 se logró la aprobación por referendo popular de una Asamblea Constituyente que redactaría una nueva Constitución en 1991. Se atribuye este logro a la confluencia de las distintas tendencias de la sociedad civil (Romero, 2002a).

			Antes de la Constitución de 1991 no existía en Colombia la tradición de una veeduría ciudadana, esta nació de una diversidad de iniciativas programáticas de organizaciones sociales, populares y de la izquierda política, que a lo largo de años pugnaron por la ampliación de la democracia, hasta entonces encerrada en el bipartidismo histórico. Sobre esa evolución, Orlando Fals Borda menciona que uno de los hitos fue la reforma constitucional de 1986, gracias a la cual se inició la elección popular de alcaldes, que también permitió una distribución más equitativa de los recursos estatales entre la Nación y los municipios, y favoreció la gradual adopción de políticas autónomas por las entidades territoriales (Fals Borda, 1995).

			Un hecho de mayor importancia desde el punto de vista del ejercicio de la soberanía popular fue el haber sometido a referéndum la convocatoria a un congreso constituyente. La papeleta para el voto plebiscitario del 27 de mayo de 1990 decía así: “Para fortalecer la democracia participativa, voto por la convocatoria de una Asamblea Constitucional, con representación de las fuerzas sociales, políticas y regionales de la Nación, integrada democrática y popularmente para reformar la Constitución Política de Colombia. El 95% de los ciudadanos votó Sí, e instituyeron la democracia participativa, que había sido aspiración de los movimientos emergentes (Fals Borda, 1995). El mandato fue claro, incorporar la democracia participativa en la Constitución.

			Afirma Andrés Hernández que la democracia participativa era (y es) concebida como un mecanismo para avanzar en la modernización del Estado mediante la mejora de la gobernabilidad y legitimidad de las instituciones democráticas. Según esta concepción, la democracia participativa en la planeación y en la gestión pública local, junto con la descentralización, son una vía efectiva para: 

			a) solucionar la crisis de gobernabilidad y legitimidad creada por la incapacidad del bipartidismo y del sistema político representativo, 

			b)	incluir políticamente a crecientes sectores excluidos de la política y 

			c)	responder a demandas y conflictos sociales surgidos al calor del proceso acelerado de urbanización del país y del crecimiento de la clase media (2010).

			Así, la nueva Constitución estuvo impregnada por el concepto de participación, contenido particularmente en el primer capítulo del Título IV, dedicado a “las formas de participación del pueblo en ejercicio de su soberanía”, que en el plano internacional se consideran las más avanzadas de la democracia participativa, y al mismo tiempo complementarias de la democracia representativa: el plebiscito, referendo, consulta popular, cabildo abierto, iniciativa legislativa, el derecho de impugnar leyes injustas y la revocatoria de mandato. De manera concomitante, este texto garantizó derechos de organización política y social (Fals Borda, 1995; Patiño González & Salinas Parrado, 2015).

			El artículo 103 establece obligaciones del Estado relacionadas con esos derechos: 

			El Estado contribuirá a la organización, promoción y capacitación de las asociaciones profesionales, cívicas, sindicales, comunitarias, juveniles, benéficas o de utilidad común no gubernamentales, sin detrimento de su autonomía con el objeto de que constituyan mecanismos democráticos de representación en las diferentes instancias de participación, concertación, control y vigilancia de la gestión pública que se establezcan (Constitución Política de 1991, 1991).

			Fals Borda (1995) sostiene que la Constitución de 1991 pretendía superar el presidencialismo y el bipartidismo imperantes. En efecto, la democracia ganó mucho al perfilar al Estado como un ente descentralizado, en el que se hacen presentes de manera articulada los departamentos, municipios, resguardos (territorios indígenas), regiones y provincias. Pero, sobre todo, al responder a las exigencias de la sociedad civil de transparencia y responsabilidad pública: “El pueblo organizado puede y debe ejercer vigilancia y control sobre la gestión gubernamental a todo nivel, debe poder castigar, revocar mandatos, estimular la eficiencia y la honestidad: tal es la esencia del concepto acordado de democracia participativa” (p. 375). Por todo eso, se considera que dichas expresiones de participación popular son más eficaces que los viejos partidos.

			Con la creación de instituciones de participación, bajo el nombre genérico de veedurías, los ciudadanos, individual y colectivamente, pudieron ejercer un control directo sobre la actuación de los agentes estatales, incluidos los congresistas, y también sobre los privados, lo cual fue una verdadera aportación. Se estableció el control social mediante la participación ciudadana en la concertación, control y vigilancia de la gestión pública en los diversos niveles administrativos, con el propósito de luchar contra la corrupción y la violación de derechos humanos. El objetivo era la descentralización político-administrativa y la reconstrucción de las relaciones entre el Estado y la sociedad, pero tres décadas transcurrieron para convencerse de que esos instrumentos no bastaban para alcanzar tales objetivos.

			El Estado promovería que las organizaciones sociales tuvieran representación en las instancias de participación, no limitadas a la administración pública: las veedurías intervendrían en los servicios públicos domiciliarios, mientras que la ley determinaría los deberes y derechos de los usuarios y sus formas de participación en la gestión y fiscalización de las empresas estatales. Así quedó establecida la participación en la toma de decisiones, especialmente sobre planificación, la supervisión de obras públicas, y la auditoría de las instituciones dedicadas al medioambiente, salud, educación, vivienda y servicios públicos (Velásquez, 1998; Patiño González & Salinas Parrado, 2015).

			Paralelamente a las diferentes formas participativas que existían entonces: Comités de Defensa de la Revolución en Cuba (1960) y Presupuesto Participativo en Brasil (1988), surge la experiencia colombiana, en su momento, una de las más prometedoras de la democracia participativa latinoamericana, por la peculiaridad de que se abría paso en condiciones de violencia política y delincuencial de larga data (como una salida desde la sociedad civil de esa dinámica destructiva). Colombia se incorporó al proceso de democratización desde lo local, que empezó a brotar en Latinoamérica, como parte de una avanzada de procesos más profundos que aparecerían en la primera década del siglo xxi. Por encima de las desviaciones que ha sufrido a lo largo de cinco lustros y pese a estrategias de contención de sus adversarios conservadores, sigue expandiéndose la democracia participativa. Se debe reconocer, sin embargo, que no ha desplegado aún más sus potencialidades debido a insuficiencias atribuibles y a la debilidad de la voluntad ciudadana de tomar en sus manos los asuntos públicos.

			Normatividad precursora de la Ley 850

			La Constitución de 1991 desencadenó una serie de complementos legales que, a su vez, fueron concretando los nuevos derechos de control en diversas materias, principalmente la lucha contra la corrupción, los contratos celebrados por el Estado, los servicios públicos domiciliarios, el ordenamiento urbano, la gestión fiscal y la participación ciudadana en la administración pública.

			Entre los desarrollos derivados de la Constitución de 1991 se encuentran los siguientes ordenamientos.

			
					La Ley del Medioambiente de 1993, que facultó a los ciudadanos a solicitar información a las autoridades municipales, empresas o particulares, sobre elementos que puedan causar contaminación o problemas de salud. Un mínimo de 100 ciudadanos o de tres entidades sin ánimo de lucro, pueden solicitar una audiencia pública cuando se pretenda desarrollar una obra o actividad que pueda afectar el medioambiente. 

					La Ley 80 de 1993 sobre contratación pública abrió la puerta a la participación ciudadana en un aspecto de importancia capital, como es la contratación de servicios privados con recursos fiscales. El Estatuto de Contratación Estatal dicta una norma general de control sobre los contratos y también de denuncia de los funcionarios: “Todo contrato que celebren las entidades estatales estará sujeto a la vigilancia y control ciudadano” (artículo 66). “Las asociaciones cívicas, comunitarias, de profesionales, benéficas o de utilidad común, podrán denunciar ante las autoridades competentes las actuaciones, hechos u omisiones de los servidores públicos o de los particulares, que constituyan delitos, contravenciones o faltas en materia de contratación estatal. Las autoridades brindarán especial apoyo y colaboración a las personas y asociaciones que emprendan campañas de control y vigilancia de la gestión pública contractual y oportunamente suministrarán la documentación e información que requieran para el cumplimiento de tales tareas.”

					La Ley 134 de 1994 regula los mecanismos de participación establecidos en la Constitución de 1991, que fueron reglamentados en el Estatuto de la Participación, reglamentario del artículo 270 constitucional. El artículo 311 constitucional define al municipio como el ámbito de competencia y actuación de las veedurías ciudadanas en los subniveles territoriales urbano, rural, de comuna y corregimiento, y a escala nacional. Extendió la vigilancia a todos los ámbitos donde se empleen recursos públicos. También creó un Concejo Consultivo de Ordenamiento territorial, “instancia asesora de la administración municipal o Distrital en materia de ordenamiento territorial, integrado por funcionarios de la administración y por representantes de las organizaciones gremiales, profesionales, ecológicas, cívicas y comunitarias vinculadas con el desarrollo urbano” (Constitución Política de 1991, 1991).

			

			La revocación de mandato de alcaldes y gobernadores fue reglamentada por la Ley 131 de 1994, que admite la procedencia de la revocación después de un año de ejercicio del mandato por incumplimiento de su programa de gobierno. Así, a mediados de 1996 ya se habían iniciado 10 procesos de revocación. El derecho a revocar introduce un instrumento de defensa de la sociedad contra los gobernantes, control importante, si se toma en cuenta la concentración de poderes y de funciones de los presidentes municipales todavía vigente (Hernández, 2010; Velásquez, 1998; Patiño González & Salinas Parrado, 2015). La primera revocatoria que superó el umbral de participación sucedió en julio del 2018, 24 años después de ser reglamentada. En el municipio de Tasco (Boyacá), el 97% de los ciudadanos votó a favor de la revocatoria del alcalde; lo cual superaba con creces el 40% de los votos válidos obtenidos en la elección (1,609 de 3,455), es decir, lo exigido como umbral de participación. En cambio, en el municipio de Sogamoso (Boyacá), el mismo día se votó por la revocación del alcalde y aunque la propuesta ganó con 84% de los votos (2,930), no logró el umbral de 22,204 (Redacción Política, 2018).

			
					La Ley 142 de 1994 crea un tipo de veeduría del usuario de servicios públicos domiciliarios mediante Comités de Desarrollo y Control Social con representación de los usuarios suscriptores. 

					La Ley 136 de 1994 establece que “Los organismos de control fiscal vincularán a la comunidad en la realización de su gestión fiscal”, para garantizar “que la función del Estado esté orientada a buscar beneficios de interés común” o el beneficio social.

					La Ley 190 de 1995 creó la Comisión Ciudadana de Lucha contra la Corrupción como “instancia asesora del gobierno en la lucha contra la corrupción, receptora de quejas de la ciudadanía e instancia de vigilancia”. Vigila la gestión pública de las alcaldías municipales y distritales, las oficinas o secciones de compras de las gobernaciones y demás dependencias estatales. Estos órganos deben publicar mensualmente una relación detallada de “los bienes adquiridos y servicios contratados, el objeto y el valor de estos, su destino y el nombre del adjudicatario, así como las licitaciones declaradas desiertas”.

					La Ley 489 de 1998 establece que, cuando se creen mecanismos de control social sobre la administración, esta “estará obligada a brindar todo el apoyo”. Las políticas de desarrollo administrativo formuladas por el Departamento Administrativo de la Función Pública y adoptadas por el Gobierno Nacional tendrán en cuenta “el diseño de mecanismos, procedimientos y soportes administrativos orientados a fortalecer la participación ciudadana en general y de la población usuaria en el proceso de toma de decisiones, en la fiscalización y el óptimo funcionamiento de los servicios”.

					El antecedente que anticipa a la Ley 850 fue la Ley 134 de 1994, antes mencionada, porque comprende todo el territorio nacional: “Las organizaciones civiles podrán constituir veedurías ciudadanas o juntas de vigilancia a nivel nacional y en todos los niveles territoriales, con el fin de vigilar la gestión pública, los resultados de esta y la prestación de los servicios públicos” (Patiño González & Salinas Parrado, 2015, pp. 16-18). 

			

			Estos instrumentos legales tienen en común la incorporación de las representaciones sociales en la vigilancia de la función pública, en especial sobre el ejercicio de los recursos públicos. Se entiende que también comprenden el cumplimiento de los ordenamientos legales sin extralimitaciones que impliquen abuso de poder; además, los funcionarios públicos están obligados a dar apoyo e información a las asociaciones civiles que realizan el control, las que además tienen derecho a iniciar denuncias con fines de sanción a los funcionarios infractores. El propósito general del control ciudadano es obligar a los organismos estatales a desempeñarse en función del interés común, que es el beneficio social, un principio esencial en la contratendencia de la primacía del interés privado sobre el Estado.

			Versión abreviada de la Ley 850 

			Toda esa acumulación normativa se condensa en la Ley 850 de 2003, que concretó el significado de cobertura nacional en el derecho ciudadano a vigilar al Estado y reglamentó lo dispuesto en los artículos 40, 103 y 270 de la Constitución Política (que estableció la participación ciudadana en sus diversos ámbitos, pero en especial con respecto a la vigilancia y control de la gestión pública). Además, se recuperó el artículo 100 de la Ley 134 de 1994, que da mayor amplitud a la vigilancia sobre aquellos ámbitos, aspectos y niveles en los que, en forma total o parcial, se empleen recursos públicos (Montilla Galvis, 2004). Cabe recalcar que la facultad ciudadana de vigilar es extensiva a todas las entidades y autoridades públicas, en todos los niveles. No menos significativo de esta nueva ley es la ampliación de la vigilancia a entidades privadas contratantes con el Estado para prestar un servicio público.1 La vigilancia se aplica a todo el personal político y administrativo del Estado en todos los niveles territoriales:

			
					
Artículo 1º. Definición. Se entiende por Veeduría Ciudadana el mecanismo democrático de representación que le permite a los ciudadanos o a las diferentes organizaciones comunitarias, ejercer vigilancia sobre la gestión pública, respecto a las autoridades, administrativas, políticas, judiciales, electorales, legislativas y órganos de control, así como de las entidades públicas o privadas, organizaciones no gubernamentales de carácter nacional o internacional que operen en el país, encargadas de la ejecución de un programa, proyecto, contrato o de la prestación de un servicio público (Ley 805, 2003, parr. 1).


					
Artículo 4º. Será materia de especial importancia en la vigilancia ejercida por la Veeduría Ciudadana la correcta aplicación de los recursos públicos, la forma como estos se asignen conforme a las disposiciones legales y a los planes, programas, y proyectos debidamente aprobados, el cumplimiento del cometido, los fines y la cobertura efectiva a los beneficiarios que deben ser atendidos de conformidad con los preceptos antes mencionados, la calidad, oportunidad y efectividad de las intervenciones públicas, la contratación pública y la diligencia de las diversas autoridades en garantizar los objetivos del Estado en las distintas áreas de gestión que se les ha encomendado (Ley 805, 2003, parr. 18).


					
Artículo 5º. Ámbito del ejercicio de la vigilancia. Las veedurías ejercerán la vigilancia en el ámbito nacional, departamental, municipal, y demás entidades territoriales, sobre la gestión pública y los resultados de la misma, trátese de organismos, entidades o dependencias del sector central o descentralizado de la administración pública; en el caso de organismos descentralizados creados en forma indirecta, o de empresas con participación del capital privado y público tendrán derecho a ejercer la vigilancia sobre los recursos de origen público (Ley 805, 2003, parr. 22).


			

			Reiteramos, ninguna entidad estatal, ni asociación público-privada, ni ninguna organización que utilice recursos públicos está exenta de la vigilancia social.

			
					Artículo 6º. Objetivos:a) Fortalecer los mecanismos de control contra la corrupción en la gestión pública y la contratación estatal; 

b) Fortalecer los procesos de participación ciudadana y comunitaria en la toma de decisiones, en la gestión de los asuntos que les atañen y en el seguimiento y control de los proyectos de inversión; 

c) Velar por los intereses de las comunidades como beneficiarios de la acción pública; 

d) Entablar una relación constante entre los particulares y la administración por ser este un elemento esencial para evitar los abusos de poder y la parcialización excluyente de los gobernantes; 

e) Democratizar la administración pública (Ley 805, 2003, parr.26).



					Artículo 17º. Derechos de las veedurías:a) Conocer las políticas, proyectos, programas, contratos, recursos presupuestales asignados, metas físicas y financieras, procedimientos técnicos y administrativos y los cronogramas de ejecución previstos para los mismos desde el momento de su iniciación;

b) Solicitar al funcionario de la entidad pública o privada responsable del programa, contrato o proyecto la adopción de los mecanismos correctivos y sancionatorios del caso, cuando en su ejecución no cumpla con las especificaciones correspondientes o se causen graves perjuicios a la comunidad;

c) Obtener de los supervisores, interventores, contratistas y de las entidades contratantes, la información que permita conocer los criterios que sustentan la toma de decisiones relativas a la gestión fiscal y administrativa; 

La información solicitada por las veedurías es de obligatoria respuesta (Ley 805, 2003, parr. 92).

Conforme a los anteriores objetivos y derechos de las veedurías, el artículo 15 especifica sus funciones:

a) Vigilar los procesos de planeación, para que conforme a la Constitución y la ley se dé participación a la comunidad; 

b) Vigilar que en la asignación de los presupuestos se prevean prioritariamente la solución de necesidades básicas insatisfechas según criterios de celeridad, equidad, y eficacia; 

c) Vigilar porque el proceso de contratación se realice de acuerdo con los criterios legales; programas, y proyectos debidamente aprobados, el cumplimiento del cometido, los fines y la cobertura efectiva a los beneficiarios … la calidad, oportunidad y efectividad de las intervenciones públicas, […] y la diligencia de las diversas autoridades”,

d) Vigilar y fiscalizar la ejecución y calidad técnica de las obras, programas e inversiones en el correspondiente nivel territorial; 

e) Recibir los informes, observaciones y sugerencias que presenten los ciudadanos y organizaciones en relación con las obras o programas que son objeto de veeduría; 

f) Solicitar a interventores, supervisores, contratistas, ejecutores, autoridades contratantes y demás autoridades concernientes, los informes, presupuestos, fichas técnicas y demás documentos que permitan conocer el cumplimiento de los respectivos programas, contratos o proyectos; 

g) Comunicar a la ciudadanía, mediante asambleas generales o en reuniones, los avances de los procesos de control o vigilancia que estén desarrollando; 

i) Denunciar ante las autoridades competentes los hechos o actuaciones irregulares de los funcionarios públicos (Ley 805, 2003, parr. 55). 

La efectividad de las veeduría se mostrará en su capacidad para castigar las desviaciones, especialmente con medios judiciales y no solo mediante recomendaciones a los funcionarios responsables, lo cual dejaría un margen de discrecionalidad e impunidad. En la Ley no se aborda la cuestión de la imprescriptibilidad de los delitos por corrupción o abuso de autoridad, aunque le da facultad a las veeduría para ejercer la “vigilancia preventiva y posterior del proceso de gestión haciendo recomendaciones escritas y oportunas ante las entidades (artículo 4º). 

El artículo 16º dota a las veedurías de Instrumentos de acción coactivos, cuya sola existencia es disuasiva:

Para lograr de manera ágil y oportuna sus objetivos y el cumplimiento de sus funciones, las veedurías podrán elevar ante las autoridades competentes derechos de petición, y ejercer ante los jueces de la República todas las acciones que siendo pertinentes consagran la Constitución y la ley. Así mismo, las veedurías podrán:

a) Intervenir en audiencias públicas en los casos y términos contemplados en la ley; 

b) Denunciar ante las autoridades competentes las actuaciones, hechos y omisiones de los servidores públicos y de los particulares que ejerzan funciones públicas, que constituyan delitos, contravenciones, irregularidades o faltas en materia de contratación estatal y en general en el ejercicio de funciones administrativas o en la prestación de servicios públicos (Ley 805, 2003, parr. 81). 



			

			La Ley reconoce por lo tanto a los organismos de la sociedad civil, pero también establece una serie de requisitos para garantizar su naturaleza democrática. 

			Artículo 2º. Facultad de constitución. Todos los ciudadanos en forma plural o a través de organizaciones civiles como: organizaciones comunitarias, profesionales, juveniles, sindicales, benéficas o de utilidad común, no gubernamentales, sin ánimo de lucro y constituidas con arreglo a la ley podrán constituir veedurías ciudadanas (Ley 805, 2003, parr. 10).

			
					El Artículo 3º precisa que “las organizaciones civiles o los ciudadanos, procederán a elegir de una forma democrática a los veedores”, su acta de constitución deberá ser inscrita ante la personería municipal o en la Cámara de Comercio (Ley 805, 2003, parr. 12).

			

			La integración de los órganos fue diseñada para abarcar un amplio espectro de la sociedad civil mediante representantes designados por un procedimiento democrático y con la finalidad de ampliar el principio de representatividad, para compensar el acaparamiento de la representación por las élites y grupos que gozan de un alto nivel de inclusión económica y política. No obstante, la letra de la norma no se traduce automáticamente por un comportamiento real, como se mostrará más adelante al mencionar críticas a la manera real de operar de los organismos. En efecto, las desviaciones a esta norma se relacionan con dos factores explicativos: las deficiencias de la participación ciudadana y la tendencia a la profesionalización de los representantes, causantes de la disminución de la representatividad.

			Respecto del funcionamiento interno se establece: 

			
					Artículo 7º. Principio de Democratización. Las veedurías deben obrar en su organización y funcionamiento en forma democrática y participativa definiendo claramente que sus integrantes tienen iguales derechos y obligaciones y que las decisiones se tomarán preferentemente por consenso o en su defecto por mayoría absoluta de votos (Ley 805, 2003, parr. 38).

					Artículo 8º. Principio de Autonomía. Las veedurías se constituyen y actúan por la libre iniciativa de los ciudadanos, gozan de plena autonomía frente a todas las entidades públicas y frente a los organismos institucionales de control, por consiguiente los veedores ciudadanos no dependen de ellas ni son pagados por ellas.” No serán considerados funcionarios públicos (Ley 805, 2003, parr. 40).

					Artículo 9º. Principio de Transparencia. A fin de garantizar el ejercicio de los derechos, deberes, instrumentos y procedimientos consagrados en esta ley, la gestión del Estado y de las veedurías deberán asegurar el libre acceso de todas las personas a la información y documentación relativa a las actividades de interés colectivo … (Ley 805, 2003, parr. 43).

					Artículo 11º. Principio de Responsabilidad. La participación de las veedurías en la gestión pública se fundamenta en la colaboración de los particulares, sus organizaciones y las autoridades públicas en el cumplimiento de los fines del Estado. Por ello, el ejercicio de los derechos y deberes que a cada uno le son propios conlleva la obligación de responder en cada caso frente a sus miembros, la sociedad y el Estado (Ley 805, 2003, parr. 48).

			

			La Ley hace una previsión importante para inducir la articulación de los organismos civiles y es importante porque se ha podido observar en otras experiencias (concejos de gestión brasileños) la tendencia al aislamiento, que provoca la poca incidencia en la intervención sobre políticas generales. El Título VI prevé dos mecanismos de articulación de tipo colegiado: redes de las propias veedurías y redes de apoyo institucional a las veedurías. El entramado institucional para apoyar a las funciones de las veedurías y redes se convierte de es te modo en un subsistema que rodea a los organismos sociales y los subordina, lo cual suscita un debate que trataremos más adelante.

			
					Artículo 21º. Redes de veedurías. Los diferentes tipos de veedurías que se organicen a nivel nacional o de las entidades territoriales, pueden establecer entre sí mecanismos de comunicación, información, coordinación y colaboración permitiendo el establecimiento de acuerdos sobre procedimientos y parámetros de acción, coordinación de actividades y aprovechamiento de experiencias en su actividad y funcionamiento, procurando la formación de una red con miras a fortalecer a la sociedad civil y potenciar la capacidad de control y fiscalización (Ley 805, 2003, parr. 155).

			

			El artículo 22 crea los siguientes organismos. Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas cuya función es diseñar metodologías de evaluación. El Departamento Administrativo de la Función Pública también tiene funciones de apoyo. Los organismos de planeación en sus diferentes niveles y ámbitos de acción suministrarán la información sobre los planes, programas y proyectos sobre recursos asignados, beneficiarios y metodologías de seguimiento y evaluación de estos. El Fondo de Desarrollo Comunal y de la Participación, adscrito al Ministerio del Interior, impulsará las campañas de conformación de veedurías y redes. Además, para aumentar el involucramiento ciudadano en el ejercicio del control social fue establecido en 2007 el Fondo de Control “Ciudadanos al Cuidado de lo Público” (Rose Charles, 2012, p. 18-19).

			El artículo 23º establece la creación del “Concejo Nacional de Apoyo a las veedurías ciudadanas”. Puesto que es una ley de cobertura nacional, este concejo abre la posibilidad de una reforma del Estado estableciendo una institución de nuevo tipo para dar cabida a la representación ciudadana en las funciones antes descritas, eso significa una especie de nueva función o poder del Estado, completamente distinta a la representación legislativa (Ley 805, 2003, parr. 165).

			Las veedurías deben tener una vida democrática (artículos 3, 7 y 20) y los veedores son elegidos por los ciudadanos de una comunidad o de un campo de actividad. Cierto tipo de organismos civiles agrupan a otros, pero siempre los veedores son elegidos. Estas, a su vez, son responsables ante sus miembros y los ciudadanos en general, por lo que deben presentar un informe de su actividad (rendición de cuentas) informando a la comunidad y a los actores involucrados, ya sean beneficiarios o no del proyecto u obra que se encuentra bajo su vigilancia y control. Además, deben elaborar un plan de trabajo que sea evaluado por la propia comunidad al final de un periodo. Así, al comienzo de cada nuevo periodo se presenta un Plan de Mejoramiento de la gestión (Bravo Aguilera, 2013).

			Complementaria a la vigilancia ciudadana existen otras modalidades de contraloría desde el aparato estatal: 

			1) La Contraloría, órgano de vigilancia y control en la ciudad. 

			2) La Personería Distrital, órgano que por mandato constitucional debe fortalecer la participación ciudadana en el control fiscal, ambiental y la defensa y protección de derechos humanos; una modalidad es el fomento del control fiscal participativo. Promueven el fortalecimiento del papel de la sociedad civil (organizaciones, redes, movimientos sociales) en la protección de los recursos públicos, la transparencia en la ejecución de recursos y programas públicos distritales y locales (entidades submunicipales), la prevención del deterioro patrimonial de la ciudad y la protección ciudadana del patrimonio natural-ambiental mediante el cuidado de los ecosistemas naturales. 

			3) También institucional es la aplicación de las normas que diseñan y reglamentan la planeación local y el cumplimiento de la atribución de los Concejos Locales de Planeación de dar seguimiento y control de la ejecución de propuestas y programas de los alcaldes locales. 

			4) Otra modalidad del control institucional es la iniciativa de las propias secretarías y entidades descentralizadas de incentivar el fomento de veedurías ciudadanas en torno a programas y políticas públicas específicas. 

			5) El Concejo Nacional de Apoyo a las veedurías ciudadanas.

			Existe otro grupo de herramientas judiciales y administrativas usadas por los ciudadanos ante las autoridades para hacer valer su derecho a la información: demandar cumplimiento de derechos sociales, económicos y culturales, el derecho a proteger y vigilar intereses públicos, y exigir el cumplimiento de la ley. Los ciudadanos disponen de tres tipos de acciones legales: acción popular y de grupo (1), acción de tutela (2), acción de cumplimiento y los derechos de petición y denuncia (3). Los derechos de petición y denuncia se comentaron anteriormente; las primeras tres acciones son recursos importantes teniendo en cuenta la tendencia a ignorar las demandas y hasta criminalizar de la resistencia social.

			La acción de tutela protege los derechos constitucionales fundamentales de las personas, garantiza los derechos que no están amparados por otra acción o en caso de que la acción que los protege no cuente con la rapidez necesaria para evitar el perjuicio al derecho fundamental. La ejerce toda persona, natural o jurídica, ante jueces o tribunales que tengan jurisdicción en el lugar donde ocurrió la amenaza o violación del derecho.

			La acción de cumplimiento busca hacer efectivo el derecho que tiene todo ciudadano a que se cumplan normas con fuerza de Ley o actos administrativos; procede cuando la autoridad se niega a resolver la petición o sea renuente. La ejerce cualquier ciudadano, organizaciones sociales, el Procurador General, el Defensor del Pueblo y el Contralor General. Se presenta ante la autoridad encargada del cumplimiento de la norma o acto administrativo.

			Las acciones populares son acciones públicas en defensa de los derechos colectivos: las ejerce un grupo de personas o cualquier persona perteneciente a un grupo de la comunidad afectada. Su finalidad es que se reconozcan los perjuicios originados por la vulneración de los derechos y el pago de una indemnización (Bravo Aguilera, 2013).

			El cumplimiento pleno de las previsiones organizativas arrojaría a un gran número de organismos públicos, primero por la diversidad de atribuciones a los existentes y segundo porque cada órgano se ramifica en los niveles nacional, departamental, regional, municipal y submunicipal. En el ámbito social, la diversidad podría ser equilibrada por el derecho a formar redes en cada nivel territorial, así como en los sectores sociales, especialmente en el caso de los pueblos originarios, y por especialidades. Ambos organigramas podrían formar un intrincado panorama que desafiaría el entendimiento de la población, así como la evaluación de los organismos mismos, la función primordial de vigilar al Estado, la calidad de la participación y la democratización de la esfera pública social y estatal. 

			Más allá de estas dificultades, permanece la sustancia de los derechos de participación. Andrés Hernández destaca el papel de las veedurías para profundizar la cultura política democrática porque obliga a los representantes y políticos elegidos a cumplir con sus mandatos, y la aceptación por estos del seguimiento y evaluación que hacen las veedurías de programas y políticas públicas. Los ciudadanos utilizan nuevos repertorios de acción capaces de disminuir la discrecionalidad de los políticos y funcionarios, a fin de reducir asimetrías de poder. Esto implica acciones judiciales y administrativas que buscan involucrar al aparato judicial, emprender acciones legales de tutela y derecho de petición, acciones mediáticas para hacer denuncias públicas, así como castigos simbólicos y de sanción social. Ante todo, la movilización y presión social son “recursos directos de poder” de la ciudadanía y creadores de cultura política.

			Cuando la sociedad civil interactúa con el gobierno, se espera que cambien actitudes de los funcionarios y contar con el apoyo y promoción de instancias municipales. Este ha sido el caso de la reasignación de recursos de las secretarías y entidades distritales, o de la campaña de grandes repercusiones en defensa del patrimonio ambiental de la ciudad de Bogotá (Hernández, 2010).

			Control social en Perú y Ecuador

			Por lo menos en la letra, la amplitud de derechos y funciones de las veedurías ciudadanas en Colombia es más avanzada que los derechos de participación en otros países. Según el análisis comparativo de las legislaciones de Colombia y Francia, realizado por Patiño y Salinas, en Francia, pese a ser precursora de los derechos ciudadanos frente al Estado, la nación gala “no desencadenó la creación de un mecanismo directo de control de iguales equivalencias a la Veeduría Ciudadana tal como se encuentra establecida y consagrada en el Estado Colombiano”, puesto que la participación del ciudadano desaparece una vez elegidos sus representantes (Patiño González & Salinas Parrado, 2015).

			La Ley 850 de Colombia de 2003 fue un referente para la región latinoamericana desde la perspectiva de la democracia participativa y por eso mismo parecía temible para los regímenes conservadores. Comparativamente, la Ley de Veedurías Ciudadanas de Perú (2013) es casi una parodia; en primer lugar, por su limitación a los gobiernos regionales y locales, exceptuando al nacional, también porque su composición no es realmente ciudadana, sino de las corporaciones tradicionales, y, por último, por la estrechez de sus competencias. Contiene 13 artículos, de los que citamos a continuación los más relevantes.

			Artículo 1º:

			La presente Ley tiene por objeto crear las Veedurías Ciudadanas para el Control de la Transparencia en la Gestión Pública como mecanismo de participación de la sociedad civil para el control y fiscalización de la gestión administrativa de los bienes y recursos públicos asignados a los Gobiernos Regionales y Locales (Ley que crea las veedurías ciudadanas para el control de la transparencia en la gestión pública en los gobiernos regionales y locales, 2013, s.f.).

			Artículo 2º:

			Las Veedurías Ciudadanas tienen por finalidad controlar y fiscalizar los procedimientos administrativos de adquisición de servicios y contratación de obras que realizan los Gobiernos Regionales y Locales, a efectos de prevenir, detectar y denunciar el uso indebido de los bienes y recursos asignados, así como las irregularidades y actos de corrupción en los que incurren los funcionarios encargados de estos procedimientos (Ley que crea las veedurías ciudadanas para el control de la transparencia en la gestión pública en los gobiernos regionales y locales, 2013 s.f.).

			No es propiamente un mecanismo de participación social de la sociedad civil, sin dejar de ser un medio de control y fiscalización de la gestión administrativa local de los bienes y recursos públicos, más precisamente de la adquisición de servicios y contratación de obras. Su objetivo es denunciar el uso indebido de los bienes y recursos en que incurran los funcionarios; define “uso indebido” como “destinarlos a fines distintos, ineficientes y dispendiosos, o disponerlos en provecho propio o de terceros”.

			El artículo 6º admite solamente un representante de las organizaciones existente en la circunscripción (no aparece la población), los demás son representantes de cuerpos profesionales: colegios de abogados, ingenieros, arquitectos, contadores públicos, gremios empresariales y la iglesia católica o de otras confesiones, con un representante cada uno (Ley que crea las veedurías ciudadanas para el control de la transparencia en la gestión pública en los gobiernos regionales y locales, 2013). 

			Las limitaciones sustantivas de esta Ley pueden resumirse en las siguientes: no va más allá del gobierno local, los veedores no son representativos, no extiende el control a los empresarios privados en su relación con la gestión pública, se restringe a las adquisiciones y contrataciones, no otorga derechos de participación en la administración pública. 

			Cuando personajes de la clase política peruana se vieron envueltos en escándalos de corrupción en el caso  Odebrecht (2017), no fueron las veedurías, sino el Parlamento y las instancias judiciales las que encausaron a tres expresidentes. La lección que deja este ejemplo es que el fenómeno de la corrupción de políticos y funcionarios no puede ser combatido solamente por sucedáneos de control social: necesita de la acción decisiva de otros poderes del Estado, pese a que en el caso en comentario no era un Estado democratizado, ni de una vasta organización popular. 

			Donde los derechos ciudadanos alcanzaron mayor plenitud fue en Ecuador con la Constitución de 2008, una de las más avanzadas en Latinoamérica, democrática desde su origen porque fue aprobada en referéndum. En lo que respecta al tema del control social, establece el derecho ciudadano a “Participar en todos los asuntos de interés público”, que se ejerce a través de los mecanismos de la democracia representativa, directa y comunitaria. La participación es individual y colectiva “en la toma de decisiones, planificación y gestión de los asuntos públicos, y en el control popular de las instituciones del Estado, la sociedad y de sus representantes, en un proceso permanente de construcción del poder ciudadano” (Constitución de la República de Ecuador, 2008). La participación se orienta por los principios de igualdad, autonomía, deliberación pública, respeto a la diferencia, control popular, solidaridad e interculturalidad (artículos 61, 95). 

			Específicamente, sobre el derecho de control, el artículo 204 establece que “el pueblo es el mandante y primer fiscalizador del poder público en ejercicio de su derecho a la participación”. El artículo 2007 crea el Concejo de Participación Ciudadana y Control Social, cuyas atribuciones son desglosadas en los artículos 208, 209 y 210 (Constitución de la República de Ecuador, 2008).

			El control social es regulado por el Concejo de Participación Ciudadana y Control Social, integrado por siete miembros titulares y siete suplentes por un periodo de cinco años (artículo 19 de la Ley Orgánica del Concejo de Participación Ciudadana y Control Social). Este concejo tiene dos vertientes, la participación ciudadana en el control de lo público y el nombramiento de una serie de autoridades.

			El Concejo de Participación se asemeja en parte al colombiano Concejo Nacional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, puesto que ambos son órganos del Estado, constituyen el vínculo con la sociedad organizada y con la población en general, pero difieren en que en Colombia está especializado en las veedurías mientras que en Ecuador interviene en el nombramiento de autoridades.

			Respecto a los derechos de participación, el artículo 5 de esta Ley establece:

			1. Promover la participación ciudadana, estimular procesos de deliberación pública y propiciar la formación en ciudadanía, valores, transparencia y lucha contra la corrupción.

			2. Establecer mecanismos de rendición de cuentas de las instituciones y entidades del sector público, y las personas jurídicas del sector privado que presten servicios públicos, desarrollen actividades de interés público o manejen recursos públicos (Ley Orgánica del Concejo de Participación Ciudadana y Control Social, 2009, parr. 39).

			En cuanto al nombramiento de autoridades, se refiere a todo un sector del gobierno: la Procuraduría General del Estado y las Superintendencias, las primeras autoridades de la Defensoría del Pueblo, Defensoría Pública, Fiscalía General del Estado, Contraloría General del Estado, los miembros del Concejo Nacional Electoral, Tribunal Contencioso Electoral y Concejo de la Judicatura (Ley Orgánica del Concejo de Participación Ciudadana y Control Social, 2009).

			El Concejo tiene amplias atribuciones para promover iniciativas y la participación ciudadana en cumplimiento del “derecho de la ciudadanía a participar en todas las fases de la gestión de lo público, en las diferentes funciones del Estado y los niveles de gobierno”, “fomentar la participación ciudadana en todos los niveles de gobierno, en coordinación con la ciudadanía y las organizaciones sociales”, promover “procesos de debate y deliberación pública sobre temas de interés ciudadano” (Ley Orgánica del Concejo de Participación Ciudadana y Control Social, 2009). 

			Sin embargo, lo que nos ocupa aquí son los derechos ciudadanos. Para ello, es esencial promover la formación en ciudadanía, derechos humanos, transparencia, participación ciudadana y combatir la corrupción en los funcionarios de las entidades y organismos del sector público y de las personas naturales o jurídicas del sector privado que presten servicios o desarrollen actividades de interés público (Ley Orgánica del Concejo de Participación Ciudadana y Control Social, 2009, parr. 51).

			Si bien es cierto que algunos de estos aspectos merecen un tratamiento más amplio, aquí nos limitamos al concepto de control y particularmente a la lucha contra la corrupción. Es de hacer notar que esto se refiere al Estado en su conjunto, pero también al sector privado cuando incide en actividades públicas (de esto último hay plena coincidencia con la legislación colombiana. 

			La veeduría ciudadana es extensiva a todos los niveles, específicamente EN la gestión y desempeño DE asuntos relevantes como las políticas públicas, presupuesto y gasto. Así lo dicta el artículo 8: 

			Promover y estimular las iniciativas de control social sobre el desempeño de las políticas públicas”, “Apoyar técnica y metodológicamente las iniciativas de veeduría, observatorios y demás espacios de control social, que así lo demanden, para exigir cuentas de la gestión de lo público”, “Las veedurías ciudadanas podrán vigilar el ciclo de la política pública con énfasis en los procesos de planeación, presupuesto y ejecución del gasto público; la ejecución de planes, programas, proyectos, obras y servicios públicos, así como las actuaciones de las y los servidores públicos en general (Ley Orgánica del Concejo de Participación Ciudadana y Control Social, 2009, parr. 64).

			La veeduría puede informar al concejo sobre responsabilidad por infracciones y las autoridades deben tratarlas obligatoriamente, el concejo a su vez insta a las autoridades a que las quejas ciudadanas sean atendidas. La atención obligatoria por parte de los órganos de justicia es lo que hace efectivo el derecho de control en la fase de castigo a los actos de los funcionarios y empresarios no solo de corrupción sino más ampliamente de abuso de poder. Estos últimos tienen la obligación de rendir cuentas a “las autoridades del Estado electas o de libre remoción, representantes legales de empresas públicas o personas jurídicas del sector privado que manejen fondos públicos o desarrollen actividades de interés público“. Particularmente, señala el cumplimiento y ejecución de “políticas, planes, programas y proyectos […], de presupuesto institucional […] de los objetivos y el plan estratégico de la entidad”, además de la contratación pública. Los actores del sector privado “deberán presentar balances anuales y niveles de cumplimiento de obligaciones laborales, tributarias y cumplimiento de objetivos” (artículos 10 y 11) (Ley Orgánica del Concejo de Participación Ciudadana y Control Social, 2009).

			En resumen, el control social es canalizado a través del mencionado concejo, integrado a propuesta de las organizaciones sociales, pero no desarrolla la constitución de las veedurías ni sus campos de acción. Lo más destacado es que la participación social comprende todas las instituciones y niveles del Estado. A partir de este marco legal, el control depende de la capacidad de la población para intervenir organizadamente.

			Programa de la sociedad civil

			En la primera fase del desarrollo de las instituciones de participación ciudadana, se tuvo como sustrato un amplio movimiento de organizaciones no gubernamentales que animaron las vías de la democratización y dieron consistencia al proceso. Entre los programas de transformación social exponentes de esta perspectiva vale la pena mencionar el de Viva la Ciudadanía, una ong colombiana que goza de gran tradición.

			En su declaración de objetivos de 1999, se pronuncia por “la construcción y puesta en marcha de un modelo de desarrollo que promueva una economía productiva y competitiva, que financie una política social garante de la vigencia de los derechos sociales, económicos, culturales y colectivos como condición para el ejercicio de una ciudadanía social que favorezca a los patrones de producción y de consumo compatibles con la naturaleza, y que propicie un modelo de Estado basado en la concertación de sus políticas con la sociedad civil.” 

			Así, se propuso una alternativa de transformación democrática por cuatro vías: a) presionar para que la concertación con la sociedad a la hora de definir los planes de desarrollo y modernización se constituya en una política de Estado; b) incluir en el modelo de desarrollo una política estratégica y coherente, diferente a la multiplicidad de políticas de tipo asistencial y corto alcance; c) vigilar permanentemente la aplicación del modelo de desarrollo, salvaguardar su carácter democrático, social y ambientalmente sustentable; d) fortalecimiento de los actores sociales como requisito para la aplicación de las alternativas anteriores (Carmona Maya, 2002).

			El programa de convergencia de múltiples ong colombianas se puede resumir en estos términos: “[… contribuye] a la generación de condiciones para la convivencia pacífica a partir de la promoción y la defensa de los derechos humanos, del medioambiente, la construcción de la paz y el desarrollo de una pedagogía de la tolerancia y la resolución pacífica de los conflictos” (Carmona Maya, 2002, p. 100).

			Con el mismo ánimo de encontrar remedios a necesidades apremiantes, en 1998, la Confederación Colombiana de Organizaciones No Gubernamentales, planteó como ejes programáticos la ética social, la apertura democrática y una economía orientada a los pobres. Proponía defender los valores que constituyen el capital social e impulsar “la formación de auténtica sociedad civil que lleve al logro de la plena democracia, al ejercicio de la participación ciudadana y a la aplicación de medios de control de la gestión pública en todas sus etapas”. Defendía un desarrollo del país que promoviera la elevación de “las clases menos favorecidas”, lo que se conseguiría con “mayor inversión y productividad social tanto por parte de las entidades públicas como privadas, organizaciones no gubernamentales y organizaciones de la sociedad civil” (Carmona Maya, 2002, p. 110).

			Con menos complacencia al orden establecido, la Corporación de Promoción Popular, orientada hacia proyectos de tipo urbano-regional y ligada a otros movimientos de alcance nacional e Internacional, declaraba en 1999 que sus fines eran “la equidad social, cultural, de género y generacional, el desarrollo humano sostenible, la democracia, el fortalecimiento de la sociedad civil y la constitución de empresas sociales con el propósito de fortalecer preferentemente o ‘empoderar’ los sectores populares y a todos aquellos excluidos del desarrollo social, político, económico y cultural. Buscamos que las organizaciones populares avancen en capacidad para definir, construir y gestionar sus propias opciones y propuestas de acuerdo con sus intereses y reivindicaciones inmediatas y futuras”. Políticamente se trabajaba por lo tanto por un Estado social de derecho, por la solución política negociada de los conflictos, el respeto a los derechos humanos, el derecho internacional humanitario y el pensamiento crítico. Más que una perspectiva de contrapoder, tenía que ver con el convencimiento de los gobernantes para que reconocieran “el papel crítico que juega la ciudadanía en la determinación de las prioridades nacionales para el desarrollo y la toma de decisiones públicas” y en la creación de consensos normativos frente a las demandas agregadas que se formulan a los gobiernos (Carmona Maya, 2002).

			Llama la atención que, la mayoría de las veces, las organizaciones no gubernamentales reclamen para sí mismas un papel protagónico en el estímulo de la participación y gestión de los proyectos locales, y sobre todo en la representación de la sociedad civil. Esto plantea ciertas contradicciones en el modelo participativo que promueven, por un lado porque refuerzan las capacidades de la sociedad civil y su autonomía y, por otro lado, porque constituyen un intermediario entre el Estado y la sociedad (adoptan un papel aglutinador de demandas). 

			Efectivamente, existe una diferencia entre la representación directa de las organizaciones populares y el papel intermediario que se atribuyen las ong. Esta forma de representación es compatible con la forma que se ha preferido en las instituciones colombianas y que consiste en incorporar elementos representativos de las organizaciones no gubernamentales. Así se entiende la llamada ciudadanización de los organismos, tal como se ha descrito anteriormente, si bien en esta vertiente se defiende un auténtico control sobre las instituciones públicas.

			Diversidad y evaluación de los mecanismos de control social

			La adopción de mecanismos de participación ciudadana dio paso a una gran diversidad de espacios, y por ello mismo incurrió en una falta de coherencia institucional. Las modalidades de participación abarcan desde los ámbitos micro locales hasta el nacional, servicios específicos como la salud, educación, problemas de interés público como el medioambiente y funciones del Estado. Las formas de organización son variadas: juntas de vigilancia, comités de control social y desarrollo de servicios públicos, comités de fiscalización, comisiones, concejos, todos ellos enfocados a una función limitada a la vigilancia y el control (Velásquez, 1998).

			Desde que fueron estatuidos por la legislación hasta 2010, numerosas modalidades de control social y organismos para la rendición de cuentas se pusieron en práctica impulsadas por grupos de la sociedad civil (asociaciones, movimientos sociales, dirigencias gremiales, empresariales, universidades y medios de comunicación). La diversidad de organismos de participación social en el nivel local, se fue abriendo paso en distintos planos de la vida pública, como se muestra en el listado elaborado por Fabio E. Velásquez (1998).

			1. La revocación de mandato de los alcaldes y gobernadores (1994), después de pasado un año sin haber cumplido con su programa de gobierno. Debe ser presentada a los electores durante la campaña y registrado ante autoridades en el momento de inscribir su candidatura. 

			2. Comités o Juntas de Veeduría, creados por las organizaciones civiles o grupos de ciudadanos para fiscalizar la prestación de los servicios públicos locales, su gestión y sus resultados. (Ley de1994). 

			3. Comités de Veeduría Popular: comités de trabajo dentro de los Concejos Municipales de Desarrollo Rural, encargados de controlar, vigilar y hacer seguimiento a los proyectos de desarrollo rural. Estos comités de veeduría realizan trabajos variados: algunos se dedican a programas sectoriales y otros combinan lo sectorial con lo territorial; se dedican a los micro proyectos de construcción de servicios en barrios, o a la vigilancia en los niveles submunicipales, comunas y corregimientos; pocos se ocupaban de la gestión pública a nivel de todo el municipio (planes, programas y proyectos).

			4. Comisiones Municipales de Policía y Participación Ciudadana, con funciones de orientación (ética, civilista, democrática, educativa y social) y fiscalización de las relaciones entre la policía, las entidades administrativas y la ciudadanía.

			5. Juntas de Vigilancia (Ley de 1994): control ciudadano sobre la prestación de servicios por agentes no estatales, con o sin ánimo de lucro.

			6. Comités de Desarrollo y Control Social de los Servicios Públicos Domiciliarios (Ley de 1994), conformados por los usuarios, suscriptores o potenciales usuarios, quienes eligen a un vocal de control; podrán, por designación del alcalde, formar parte de las juntas directivas de las empresas oficiales municipales.

			7. Comités de Participación Comunitaria de Salud: vigilan las tarifas de los servicios, el desempeño de los funcionarios, la administración de los recursos y la tramitación de quejas de los usuarios. Además, existen Comités de Ética Hospitalaria, facultados para canalizar quejas sobre calidad y oportunidad de la prestación de los servicios de salud.

			8. Veedurías Comunitarias en Salud: son órganos de elección popular en un territorio específico, encargados de controlar los servicios de salud en términos de cobertura, eficiencia, calidad y el buen uso de los recursos financieros, de acuerdo con las prioridades del plan de salud de la comunidad en un territorio.

			9. Juntas Municipales de Educación (1994): encargadas de vigilar que se cumplan las políticas, planes y programas educativos municipales y de vigilar las políticas nacionales.

			10. Concejos nacionales y a nivel de departamentos y municipios de planeación (Ley de 1994); son instancias de representación social, para opinar sobre los planes de desarrollo. La Ley no les da atribuciones de fiscalización, aunque los reglamentos de varias ciudades los han incorporado a funciones de seguimiento y evaluación de los planes. Los Concejos Locales de Planeación son instancias de participación ciudadana, colaboran con las autoridades de planeación (alcalde local y Junta administradora local), en la elaboración y evaluación del plan de desarrollo económico local. Están integrados por representantes de las Juntas de acción comunal, asociaciones de padres de familia, organizaciones juveniles, organizaciones de comerciantes e industriales, ONG, organizaciones ambientalistas, gerentes de establecimientos de salud pública local y directivos de establecimientos educativos. La composición pluriclasista era bastante representativa, pero estaba por dilucidar en qué medida beneficiaba a los sectores populares.

			11. Juntas administradoras locales: instancias de representación territorial de las comunas (divisiones urbanas) o corregimientos (divisiones rurales) de los municipios, elegidas mediante sufragio universal; tienen funciones de vigilar y controlar la prestación de servicios municipales y las inversiones con recursos públicos (artículo 38 de la Constitución).

			12. Contralores y Personeros municipales: vinculan a la ciudadanía con su tarea de fiscalizar la gestión pública y la valoración del desempeño de los organismos de la administración municipal; este vehículo en la actualidad es acusado de corrupción.

			13. Organismos de protección del medioambiente: ejercen el derecho ciudadano a solicitar información a las autoridades municipales, empresas o particulares sobre elementos que puedan causar contaminación y daños a la salud. Pueden solicitar audiencia pública 100 o más personas o 3 entidades sin ánimo de lucro, cuando se pretenda desarrollar una obra o actividad que pueda afectar al medioambiente. 

			14. Concejos Juveniles Municipales.

			Todas estas instancias ofrecen posibilidades para el fortalecimiento de la sociedad civil que se ha expresado mediante la creación de organizaciones, redes, coordinadoras, con propuestas de interés público acordadas entre ellas y entidades gubernamentales. Sin embargo, advierte Mauricio Romero, “se ha tendido a privilegiar el papel consultivo y deliberativo” (Romero, 2002a).

			Lo que se objeta es lo estrecho de las funciones, que se han reducido a las de vigilancia, control, debate y consulta por la administración pública nacional y local. Predomina la especialización en actividades específicas y parceladas. Por otro lado, se demanda mayor intervención en la toma de decisiones e inclusividad en la ejecución, con enfoques integrales. Los espacios más propicios para esto son los Concejos Nacionales y Territoriales de Planeación, los Concejos Municipales de Desarrollo Rural y las Juntas Administradoras locales, porque contienen la representación ciudadana en los territorios, aunque están circunscritos a emitir opiniones y a vigilar a las dependencias del gobierno.

			El resultado de estas instituciones y experiencias de control ciudadano es difícil de apreciar. Por ejemplo, una información parcial del gobierno para el año 1996 indicaba que se habían realizado 10 procesos de revocación de mandato de alcaldes, se formaron 400 Concejos Territoriales de Planeación, medio centenar de Comités de Desarrollo y Control Social; las Juntas Municipales de Educación operaban en casi todos los municipios del país y las Juntas Administradoras Locales fueron elegidas en las capitales de los departamentos y otros municipios cuya población representa la mitad del país (Velásquez, 1998).

			Los comités de veedurías abarcaban una buena cantidad de municipios, en 1995 había alrededor de 400 veedores repartidos en 15 de las 20 localidades de la ciudad de Bogotá: en Cali se habían formado 101 comités barriales de veeduría con un promedio de 10 a 15 veedores cada uno (Hernández, 2010; Velásquez, 1998).

			Los comités de veeduría se desarrollan en varios niveles: los macro proyectos de servicios públicos en barrios y manzanas; otros ejercen vigilancia en el nivel municipal (comunas, corregimientos) y otros en mayor escala. Algunos se dedican exclusivamente a proyectos sectoriales, otros a territoriales o combinación de ambos tipos. 

			El crecimiento de la cobertura territorial de las veedurías tenía sus inconvenientes, escaseaba el número de personas con disponibilidad para comprometerse, razón por la que generalmente eran las ong y los gremios empresariales los que más aportaban, pues cuentan con los recursos y la calificación para hacerlo. Han sido exitosos los comités que surgieron por iniciativa ciudadana y que han tratado de mantener su autonomía frente al Estado y los partidos, entre sus logros destaca haber evidenciado irregularidades en la ejecución de contratos por parte de particulares y conseguido mayor transparencia en la gestión local (Velásquez, 1998).

			La Veeduría Distrital de Bogotá fue creada en 1993 ramificándose en el territorio; fue pensada como instrumento de “control preventivo” con los fines de mejorar la capacidad de gestión de las entidades distritales, coadyuvar en la tarea de erradicar las prácticas deshonestas en la administración, corregir irregularidades y deficiencias, aplicar sanciones oportunas y promover la participación ciudadana. Su función no solo era dar soluciones inmediatas sino detectar problemas estructurales. Su aportación en cuanto a la supervisión fue la elaboración de métodos gerenciales para las compras y adquisiciones donde ocurren los mayores niveles de irregularidades (Garcés Lloreda, 2010).

			La Veeduría de Bogotá se ocupó de mejorar sus capacidades, promovió espacios ciudadanos (observatorios) de reflexión y formulación de recomendaciones, donde se proporcionan elementos técnicos para el ejercicio calificado y efectivo del control social. En ellos participan en grupos de trabajo organizaciones cívicas comunitarias, ciudadanos expertos, centros de investigación, academia, y otras, unas cien organizaciones, lo que a su vez muestra la diversidad de actores participantes. También el desarrollo de habilidades abarcó la publicación de boletines con instrumentos para cuantificar y cualificar los resultados de las políticas públicas sobre problemas como las condiciones del aire, de seguridad personal, de vida, vulnerabilidad social y desarrollo humano.

			En los años 2001-2002 se participaba en la planificación participativa mediante consejos locales, elaboró guías de seguimiento de los proyectos de inversión, proporcionaba asesoría a sus organizaciones para el control de programas y proyectos de la administración, en ese tiempo llegó a capacitar a veinte mil personas. Estaba involucrada en la formación de Concejos Tutelares de los Derechos de las Niñas y Niños en los que participaban seis mil ciudadanos. Estimuló la participación ciudadana en la elaboración del Código de Policía, con el doble propósito de dar a la participación legitimidad institucional y fomentar la cultura de cumplimiento de las normas por convicción (Garcés Lloreda, 2010).

			La democracia participativa en la ciudad de Bogotá en el periodo 1991-2007 proliferó en los diversos organismos antes descritos, se esperaba que ellos concretaran la intervención ciudadana en los asuntos públicos y la ampliación de la representación social y así reducir las desigualdades políticas, democratizar las políticas públicas y mejorar su eficiencia.

			Igual que en el resto del país, las veedurías fueron impulsadas por asociaciones, movimientos sociales, dirigentes gremiales, medios de comunicación y universidades, con iniciativas de control, vigilancia y evaluación de los programas y políticas públicas del gobierno municipal (distrital) de manera permanente y profesionalizada; en ese movimiento destacó la Red de Veedurías Ciudadanas de Colombia, Red Ve. Dieron seguimiento al desempeño de alcaldes, del Concejo de ediles y otros funcionarios, denunciaron hechos de corrupción, reclamaron sanciones legales y sociales a quienes incumplieron la ley, defendieron los intereses públicos, exigieron el cumplimiento de la rendición de cuentas apegadas a los criterios de información, justificación y sanción (Hernández, 2010). Hacia 2012 existían aproximadamente 500 veedurías.

			Según datos recabados por Stephanie Charles, entre 1995 y 2000 las veedurías participaron en el seguimiento de más de quinientos procesos de vigilancia de asuntos públicos y negocios público-privados. El saldo también es positivo en cuanto a la revocación de mandatos, de acuerdo con estudios de Transparencia por Colombia, entre los años 1996 y 2001 el 39% de las destituciones de congresistas se generaron por denuncias formuladas por dicha Red VE (Rose Charles, 2012).

			Tipos de mecanismos de participación

			Las múltiples experiencias en diferentes campos de actividad, en las que tomaron parte una diversidad de participantes, fueron objeto de estudios y clasificaciones metodológicas. Uno de ellos fue realizado por Andrés Hernández quien agrupó los mecanismos de participación en la gestión pública en tres tipos:

			1) Los organismos que buscan insertar la participación en la planeación, seguimiento y rendición de cuentas, en los niveles de gobierno local, municipios y entidades submunicipales. Entre los organismos públicos que admitieron esa participación figuraron el Concejo distrital de planeación, el Concejo consultivo de ordenamiento territorial y los Concejos de planeación local, que fueron observados en encuentros ciudadanos en las 20 localidades de Bogotá.

			2) Los que canalizan la participación ciudadana por áreas, como los siguientes: Comité distrital y Comités locales de política social; Concejo distrital y Concejos locales de cultura; el Concejo distrital ambiental y la Comisión ambiental local. En materia de salud estaban el Comité de participación comunitaria, las Asociaciones de usuarios de la salud y el Concejo distrital de Seguridad Social. En el área de educación estaban los gobiernos escolares, los personeros estudiantiles y los foros educativos municipales, el Comité de desarrollo y control social de los servicios públicos, así como el Concejo distrital de desarrollo rural.

			3) Los organismos orientados a la defensa de derechos humanos de grupos poblacionales, entre ellos: los Comités distrital y local de defensa de los derechos humanos, la Comisión consultiva distrital de comunidades negras, el Comité distrital para la atención integral a la población desplazada por la violencia, el Concejo distrital para la atención integral a víctimas de la violencia, Concejos distrital y local de paz; concejos consultivos de mujeres, Concejo distrital de discapacidad, Concejos distrital y local de la juventud, y los Concejos tutelares de los derechos de las niñas y los niños (Hernández, 2010).

			El conjunto de organismos participativos se insertó en las funciones del gobierno municipal y submunicipal como una nueva franja institucional, una forma mixta social-pública con funciones limitadas a la rendición de cuentas; suponemos que la participación en la toma de decisiones es limitada en cuanto a la planeación de las políticas públicas. Son muchas las áreas de intervención, pero hay una clara preferencia por los excluidos y sectores que requieren apoyo y protección. 

			La diversidad de campos de intervención depende de la magnitud del activismo social, no sería un problema en sí mismo; sin embargo, la diversidad de organismos revela una tendencia a la dispersión, con todos los problemas que esto acarrea.

			Como todo movimiento ciudadano tiene altibajos explicables. Los problemas del diseño institucional se relacionan con el grado en que los gobernantes accedan a dar un lugar a los organismos ciudadanos, y la influencia que esto tiene en el grado en que los ciudadanos están dispuestos a participar, de eso depende el grado de satisfacción de los ciudadanos respecto de las expectativas iniciales. Un punto de vista pesimista expuesto por Mauricio Romero respecto a Bogotá nos recuerda tener precaución con las generalizaciones basadas en la medición empírica, por ejemplo, desestima las formas participativas de las que hablamos cuando tienen un bajo número de participantes, como es el caso de la baja participación en las antiguas Juntas de Acción Comunal (jac) afectadas, como se dijo antes, por la influencia de los partidos políticos, algo que era de esperar con la introducción de nuevas figuras en 1991; otro indicador es el número de horas por persona invertidas en la vida comunal, que ha disminuido; las veedurías ciudadanas, acogidas con entusiasmo a principios de los noventa, dice, “hoy son prácticamente inexistentes”. El autor concluye que el capital social ha disminuido en Bogotá, la oferta de participación por parte del Estado ha encontrado pocos adeptos, no obstante, reconoce que esto no es generalizable para todo el país. 

			En efecto, podemos imaginar cuán difíciles son las condiciones para el trabajo ciudadano en las zonas con influencia de los grupos armados o de la delincuencia organizada, o por las diferencias regionales en la densidad asociativa (Romero, 2002a). En Cartagena, los ciudadanos se distancian por miedo a las represalias políticas o por la imposibilidad de emprender iniciativas de verdadero interés comunitario. Existen casos en los que se reducen al mínimo: defensa del territorio y derechos humanos, y está ausente el impulso a la democracia participativa.

			Podríamos decir que el control social sobre el gobierno es un campo de batalla porque enfrenta la contratendencia del control político sobre los organismos sociales. El siguiente esquema podría situar los términos del conflicto. Desde el lado estatal se busca que organizaciones supuestamente ciudadanas sirvan de contención de la demanda popular; la participación institucionalizada funcionaría como correa de transmisión hacia la población, invirtiendo así los términos de la relación, el controlador pasa a ser controlado. Un escenario distinto se puede ver cuando existe una energía nacida de la necesidad, un impulso social que anima la participación ciudadana en torno al control social sobre el Estado; en la realidad ambos coexisten en medio de contradicciones y conflictos. 

			Un aspecto observable del impulso participativo es el grado en que los ciudadanos se asocian de diversas maneras y para los más diversos fines. Asociacionismo y pluralismo marchan juntos con una diversidad de actividades en el sentido de democratización del Estado. Se da entonces por supuesto que la participación social se ha de abrir paso por su propia fuerza en la esfera pública, toda vez que hay resistencia a compartir el poder.

			Se debe tomar en cuenta que no hay homogeneidad al interior de la sociedad civil de donde resultan sus diferencias programáticas. En términos generales se considera que la sociedad civil fuerte posee un alto grado de densidad asociativa. Para ilustrarlo recurrimos al estudio realizado por Villar, Álvarez y Castillo (1998), donde se muestra la diversidad de intereses en juego. En 1073 municipios, las organizaciones de la sociedad civil sumaban 182,724, de diversos tipos: empresas asociativas, cooperativas, sindicales, ong, entidades de beneficencia, redes, clubes, y múltiples asociaciones con fines sociales: ambientales, culturales, étnicos, de género, profesionales y de empresarios, estas últimas se consideran tradicionales y que por sus fines particulares no siempre están en el campo del interés público (Romero, 2002a).

			Según el grado de independencia Romero las clasifica en tres tipos: mixtas, autónomas e institucionales: el 81.6% son mixtas, creadas por iniciativa del Estado y gestionadas por el sector privado; mantienen fuertes vínculos con las agencias estatales, lo que es coherente con la estructura clientelista y el tutelaje ejercido sobre las organizaciones sociales por el bipartidismo. El 16.7 % son gestadas y administradas autónomamente por la sociedad civil, y el 1.7 % son espacios de representación, deliberación y fiscalización creados por la Constitución de 1991. 

			Otra clasificación aporta más características, Romero basa su clasificación en los objetivos, distinguiéndolos en tres grupos: asistencialistas, desarrollistas y de empoderamiento. De un total de 145,177 organizaciones, el 62 % tenía un enfoque asistencialista, tanto si son mixtas o privadas, lo que se explica por el peso que ha tenido la beneficencia y el paternalismo. La cuarta parte tiene una tendencia desarrollista, se articulan con las estructuras y los recursos del Estado, con el sector empresarial, con organizaciones civiles y de la cooperación internacional. El tercer grupo es el portador de la nueva política de la sociedad civil, según lo explica Romero (2002a): 

			El 12 % tiene planteamientos globales y estructurales, busca fortalecer la esfera pública como lugar no solo de debate sino de decisión, muestran una tendencia al empoderamiento de los actores sociales, al utilizar los espacios institucionales y tener acceso a campos de decisión en los niveles local y regional. Existe un proceso de organización de actores sociales, con diferentes capacidades para mejorar las condiciones de vida y acceso a instancias de poder. Los primeros resultados analizados para Bogotá aconsejan plantear nuevas preguntas (p.353-354).

			Estos datos sugieren que las categorías asistencialismo y desarrollismo son susceptibles de ser hegemonizadas por el Estado y los empresarios; si así fuera cabe preguntarse ¿en qué medida las dos primeras contribuyen al desarrollo de la democracia participativa y en qué medida lo bloquean? Un criterio para aclararlo es el origen del financiamiento, si los asistencialistas y desarrollistas dependen de las aportaciones del Estado y sectores empresariales, serían más susceptibles a ser instrumentalizadas.

			La tercera corriente representa la alternativa de un espacio público autónomo, más frecuente de encontrar entre las organizaciones populares y clases medias. La vía del empoderamiento de las organizaciones y movimientos sociales plantea sus propias teorizaciones y perspectivas sobre el desarrollo de la sociedad, cuestiones que interesan a otras fuerzas políticas que trabajan por la democratización y se identifican con los mismos intereses populares. 

			Problematizar las veedurías

			El proceso de democratización del Estado desde la sociedad es contradictorio por el enfrentamiento entre dos tendencias coexistentes: el control ciudadano sobre el poder público y el control estatal sobre la sociedad, avanzan o retroceden según la relación de fuerzas entre las clases sociales. Es desfavorable a la sociedad civil cuando la organicidad popular es débil por causas determinadas, y a la inversa: progresa cuando el poder monopolizado por la clase capitalista se redistribuye. Las limitaciones del modelo colombiano de control social se acentúan en la medida en que el poder establecido acentúa el papel de la violencia, que a su vez reacciona poniendo de relieve la crítica a todo aquello que se interpone en el camino de un renovado equilibrio de fuerzas, que sería el objeto de una reforma de fondo al modelo. La superación de la contradicción dependerá de la existencia de actores sociales dispuestos a ampliar la democracia participativa, al poner en el centro los intereses públicos. 

			Si bien los problemas descritos resultan de lo experimentado en Bogotá, no son muy distintos a los vividos en otros países y en otros proyectos de democracia participativa. Hay tendencias que aparecen una y otra vez en las distintas formas de democracia participativa, por tanto son previsibles, los movimientos democratizadores pueden tenerlos presentes a la hora del rediseño de estrategias progresivas.

			Enseguida resumimos algunos problemas que contrarrestan el control social, recogidos de varios de los autores que hemos comentado. La intención no es dar por sentada la exactitud de los planteamientos, sino que es una intención metodológica para tenerlos presentes en la elaboración de estrategias participativas y en el análisis de los comportamientos (Hernández, 2010; Velásquez, 1998; Rose Charles, 2012).

			1. El modelo colombiano de participación no se basa en organizaciones populares sino en la acción de grupos de ciudadanos activos, ese es el motivo de la insuficiencia del crecimiento de la cobertura territorial; si la base social fuera más amplia no sería un problema reclutar a miembros de las veedurías, ni se formaría un cuerpo de intermediarios cuya representatividad es dudosa. Los cuerpos intermediarios se burocratizan por la endeble organización de los sectores populares, su falta de recursos para la participación, entre ellos el bajo nivel de información que los pone en desventaja frente a las clases privilegiadas. Esas insuficiencias explican el protagonismo que reclaman las ong en la representación de la ciudadanía. La falta de responsabilidad de la ciudadanía no se explica por sí misma, hay que buscar sus causas en la historia de las relaciones sociales excluyentes y antidemocráticas. 

			La reproducción de esa inmadurez dio la pauta para instalar un modelo fragmentado de instancias de participación ciudadana y con ello el tutelaje estatal. 

			Según la apreciación de Romero, la Constitución de 1991 suponía un sujeto político ya formado, o en proceso, que asumiera espontáneamente su participación en los nuevos espacios institucionales. “Sin embargo, la realidad demostró que ese ciudadano virtuoso, respetuoso de la ley, simplemente no existía: había que moldearlo.” El autor afirma que ha habido una ausencia de capital social, “definido como la capacidad para asociarse, para crear redes de solidaridad, confianza y reciprocidad, no solo dentro y entre los miembros de los diferentes grupos sociales, sino entre los potenciales ciudadanos y las distintas organizaciones estatales” (Romero, 2002b).

			2. El principal problema del modelo es la multiplicación de los mecanismos participativos, fragmentados o desarticulados, lo cual aumenta la probabilidad de que se burocratice la práctica fiscalizadora. 

			Omar Montilla diseñó un cuadro completo del entramado organizativo a que daría lugar la Ley 850 de aplicarse cabalmente: en total 46 organismos en los niveles municipal, departamental, nacional y étnico. Llegó a la conclusión (2004) de que las veedurías no ejercen hoy la función social que deberían estar cumpliendo debido a su proliferación; surgen “sin ningún control y falta una verdadera responsabilidad. Muchas de ellas lo son de papel, o en algunos casos surgen una o dos personas que solo les interesa crearlas como trampolín para encontrar un puesto remunerado”; por otra parte, muchas redundan en su actividad sobre un mismo sujeto o proyecto. “No existe un mecanismo que las coordine, las regule y las enrute” (Montilla Galvis, 2004, p. 7-10).

			El marco jurídico peca por exceso, ya que, dice Velásquez, “en el nivel municipal existen demasiados mecanismos de control social de la gestión pública; esto confunde a la gente y lleva a subutilizarlos al punto de que pierden su eficacia y, por tanto, su credibilidad. La multiplicación de instancias ha producido la fragmentación de la acción colectiva…” favoreciendo el inmovilismo de las políticas públicas. 

			El exceso de organismos locales y especializados al dispersar la demanda social impide la concentración de las fuerzas sociales, condición necesaria para el consenso pluriclasista, la negociación intrasocial y la planeación democrática con miras a un proyecto nacional. El localismo inducido por las instituciones paraestatales no es capaz de desplegar las expectativas populares en torno a una reforma global del Estado y la sociedad.

			3. La desconfianza en los representantes ante los comités de veeduría. Velásquez ha observado que muchos dirigentes cívicos creen que ser veedor no es tanto una actitud frente al Estado sino un cargo que da derecho a privilegios, o ven en la conformación de comités un fin en sí mismo y no en un medio para el ejercicio de la participación. Muchos líderes que forman parte de esos comités provienen de organizaciones tradicionalmente subordinadas a partidos y vinculadas a las redes clientelistas, por lo que actúan con interés partidista y no con el fin del bien colectivo. Las relaciones clientelistas les restan independencia, producen fragmentación social, subordinación política, exclusión de la toma de decisiones y adscripción al statu quo (Velásquez, 1998).

			4. El déficit de representatividad también se debe a las restricciones que las autoridades ponen a la representación asociativa, reglas que favorecen la sobrerrepresentación de funcionarios y autoridades públicas; la desigual representación de los sectores sociales ha llevado a que los organismos queden en manos de líderes transformados en “profesionales de la participación”. Un aspecto más fue señalado por Stephanie Rose Charles (2012): la falta de consenso sobre el papel y ámbito de actuación de los comités de vigilancia ciudadana, el cual disminuye el nivel de credibilidad.

			5. Resistencia de los controlados. Se reconocen como obstáculos a los comités barriales de origen popular el peso del Estado en su funcionamiento, la obstrucción que practican muchos funcionarios a la labor fiscalizadora de los ciudadanos. Stephanie Rose Charles afirma que “muchas instituciones locales siguen siendo reticentes a permitir la supervisión de los ciudadanos, no reconocen su derecho a participar en iniciativas de control social” (2012); también se resisten a ser vigilados los proveedores de servicios contratados por las instituciones. Son deficientes las estructuras de control del Estado, ya sean penales, disciplinarias o fiscales. Las iniciativas de control social son amenazadas en un contexto de violencia e inseguridad (violencia estatal, de los grupos políticos armados y violencia delincuencial), los ciudadanos no se sienten protegidos por el Estado, desalentando la participación ciudadana.

			6. Pérdida de autonomía. La mayoría de los comités se han formado por convocatoria de las autoridades locales bajo procedimientos diseñados por los órganos institucionales. La excesiva intervención del Estado ha propiciado la tutela sobre los órganos de participación, ya que define la orientación de la veeduría y su impacto, volviéndolos meros apéndices de los órganos y políticas estatales. Eso explica por qué los espacios participativos no han evolucionado hacia mecanismos de veto a decisiones de las autoridades, ni a la disputa real en torno a las políticas públicas y menos hacia la cogestión.

			Gran parte de los ejercicios de control social no son autónomos, sostiene A. Hernández, su legitimidad es cuestionable porque se encuentran cooptados por el Estado, por intereses corporativos o particulares. Existe la intención de las autoridades públicas de tutelar a los comités valiéndose de programas de promoción y capacitación, para definir la orientación de la veeduría. Cuando los organismos de control son institucionales inevitablemente se burocratizan. Las limitaciones a la participación ciudadana amenazan su existencia, de ahí que el autor afirme: “La estatización de la esfera pública puede convertirse en un real obstáculo a la democratización de las relaciones entre el Estado y la sociedad” (Hernández, 2010).

			Velásquez es de la misma opinión, cuanto mayor sea la injerencia del Estado en los procesos participativos, bien sea a través de su reglamentación o como fuente de las iniciativas de las experiencias participativas, tanto mayor es la probabilidad de que ejerza una tutela sobre esas experiencias e incida en su orientación y resultado final. A la inversa, cuanto mayor es la autonomía de la sociedad civil para fijar la orientación y el rumbo de la participación, mayor la probabilidad de que el proceso sea más eficaz en sus procedimientos, resultados e impacto. En vez de limitar la participación ciudadana, se debe limitar la tutela gubernamental, lo que no significa la reducción del papel del Estado, ya que es el responsable de crear un marco de regulación que propicie la participación ciudadana. La mejor opción es que los comités se generen a partir de la iniciativa ciudadana (Velásquez, 1998).

			Asimismo, es perniciosa la instrumentación que hacen los partidos políticos. El historiador Daniel Pécaut, habla de una colonización de la sociedad civil por las redes partidarias liberal-conservadoras, que han respondido más a demandas individuales, moldeando así una “democracia sin ciudadanos” que no ha creado una idea de ciudadanía común. Esta apreciación es confirmada por Romero, en un contexto de polarización y violencia, el tutelaje de los espacios asociativos, en particular los sindicatos y las Juntas de Acción Comunal, marcó las inclusiones y exclusiones definidas por el régimen (Romero, 2002b). De ahí que se perciba a algunos comités de vigilancia ciudadana como parciales políticamente.

			La partidización es excluyente y contraria a la autonomía de las asociaciones ciudadanas. Horacio Arango2 explica la debilidad de las veedurías por la hostilidad desde el bipartidismo y desde la izquierda. 

			Ese excesivo faccionalismo de la vida pública, la competencia resultante por el control de los recursos estatales y los mecanismos de decisión, y la dificultad para la cooperación, tienen como anverso un asedio permanente desde el ámbito político a la autonomía de la vida asociativa (Romero, 2002b, p. 363).

			Aquí se refiere a los partidos históricamente dominantes no a los populares pues el autor admite que puede llegar a ser limitante no expresarse por medio de ciertos partidos capaces de introducir proyectos políticos globales.

			De acuerdo con las observaciones de Arango, las comunidades mostraron una gran capacidad para dar respuestas coyunturales pero no para articular propuestas mayores. La falta de una perspectiva integral constituye una autolimitación de los grupos sociales, al centrarse en objetivos limitados a un tema específico o en asuntos puramente locales, obstruyendo el desarrollo de movimientos amplios. 

			La acción fragmentada que no consigue insertarse en una red de movimientos y adquirir centralidad política, difícilmente podrá impactar y responder a los problemas sistémicos, las desigualdades sociales, las distintas formas de exclusión social, económica, política y cultural.

			7. Bajo nivel de participación. La amplitud que ha tomado la veeduría no ha sido correspondida con un aumento de la participación, fenómeno que se ha explicado de dos maneras. La primera afirma que las iniciativas son minoritarias, participa un número reducido de ciudadanos tanto de las clases populares como de las élites. La segunda también reconoce el reducido número de personas y de comités participantes, no obstante, la participación es cualitativa, el vacío de participación popular lo llenan ong y gremios empresariales, que cuentan con el interés, los recursos y la calificación necesarios. 

			De diversas maneras, se sabe que la baja participación es mayor entre los tradicionalmente excluidos de la vida pública y del control que pueden tener sobre los recursos y las funciones públicas. Los excluidos se autoexcluyen de instituciones que no les pertenecen, que no les tienen confianza y su representatividad es discutible. La baja participación deriva de la incompetencia de los representantes por falta de conocimientos para juzgar las soluciones concretas, para evaluar adecuadamente los proyectos, las funciones de gestión pública, las licitaciones y los procesos de contratación, etcétera. Los representantes sociales cuando disponen de recursos y calificación, muestran mayor participación, se vuelven indispensables, y eso influye en la tendencia a profesionalizar la representación.

			La baja participación está relacionada con el desconocimiento que tienen los ciudadanos de la existencia de los instrumentos disponibles. En el nivel municipal existen demasiados mecanismos de control social, con la consiguiente confusión de las personas; el instrumento es subutilizado, en consecuencia pierden eficacia y credibilidad. Encuestas realizadas en 2003, 2005 y 2007 muestran que entre el 70 y 90% de los ciudadanos desconoce esos espacios de participación, el desconocimiento aumentó en lugar de disminuir. En una encuesta interesada en explicar el bajo nivel de compromiso participativo, a la pregunta por qué no participan, los encuestados señalaron las siguientes razones: a) no conocen los espacios, b) no vale la pena participar, c) los espacios están tomados por los políticos, y d) tienen poco tiempo libre. 

			La baja participación plantea el problema del grado de influencia de las veedurías en la gestión pública, su fuerza y voluntad. La cuestión es si a los veedores les hace falta base social, o qué tan amplio es el apoyo popular a las veedurías. Poco sabemos de la cantidad de miembros de las veedurías, de la cantidad de asistentes a las reuniones de rendición de cuentas y de evaluación interna de las veedurías. ¿Qué tan en serio se toman los funcionarios la rendición de cuentas, todos los organismos públicos lo hacen? Sobre todo cabe preguntarse en qué medida las veedurías responden tienen resultados ante la demanda social.

			Encontramos en un informe oficial un caso de rendición de cuentas de una institución (fonade), realizado en 2014; a la reunión asistieron veedores de cuatro departamentos (Bogotá, Medellín, Pasto y Popayán). Se puede ver el escaso interés de los representantes y de los funcionarios institucionales: asistieron únicamente 9 veedurías, 7 de Popayán y 2 de Medellín; los veedores fueron 70, 40 provenían de Popayán y 19 de Medellín; solo 2 funcionarios asistieron (Informe final encuentro con veedurías ciudadanas Bogotá, Medellín, Pasto, Popayán, 09 de julio de 2014, 2014).

			Se trata de un caso en una región, no es representativo, pero da pie a preguntarse cuál es la relación entre la calidad de la rendición de cuentas y la tesis del control social sobre la gestión pública.

			8. El grado de efectividad del control social se muestra en la satisfacción de necesidades reales, con ese parámetro se cuestiona que muchas de las acciones son inocuas no tienen un impacto real, generan desgaste en los participantes y hace que disminuya la credibilidad de los ciudadanos. No sabemos en qué medida esto ocurre pero da pie a preguntarse cómo ocurre la relación entre las demandas comunitarias y su gestión por las veedurías, o a la inversa, si son estas quienes plantean los problemas a resolver si la demanda es escasa, en este caso se confía en que los veedores sean los primeros en emprender dinámicas de acción colectiva y movilización ciudadana autónoma.

			S. Charles llama la atención sobre la falta de conciencia pública y de movilización de la comunidad, los ciudadanos no ven cómo su vida se ve directamente afectada por la mala gestión de los recursos públicos, no ven cómo pueden exigir una mayor transparencia y mejor rendición de cuentas de los funcionarios públicos. En esas condiciones los ejercicios de control social son ineficaces, y el nivel de participación ciudadana local es bajo.

			En otros países se ha encontrado la clave de la motivación para movilizarse en la deliberación asamblearia de los sectores sociales como base para la toma de decisiones. En ausencia de esta participación primaria es comprensible que se piense en la inutilidad de participar.

			En el funcionamiento de las veeduría hay todavía dos dificultades instrumentales a considerar. La primera es la falta de recursos financieros para la realización de sus tareas y para garantizar su autonomía. La segunda consiste en la existencia o no de estrategias de comunicación hacia la sociedad para informar de la actividad, para interactuar, respaldar la credibilidad y construir legitimidad, indispensables para movilizar a las comunidades locales.

			Epílogo

			Los procesos de participación popular corren el riesgo de ser convertidos en una extensión de las políticas sociales del Estado, lo que puede devenir en una especie de estatización o corporatización, aunque sea bajo una forma descentralizada. La crítica a las instituciones de participación que se hacen al modelo colombiano, advierten de un deslizamiento hacia un rumbo que las aleje de su principio de legitimidad, que lleguen a minimizarse en un esquema de “ciudadanización” de instituciones gubernamentales, como en el caso mexicano donde los elementos representativos o auténticos representantes de los ciudadanos son cooptados, o sea, separados del objetivo de constituir una real participación de la ciudadanía y todo termine siendo una simulación. 

			Los mecanismos de control social sobre el Estado y los poderes privados efectivamente promueven el aprendizaje ciudadano y amplían los ámbitos de la democracia, pero su existencia formal no posee una dinámica intrínseca que desemboque en una mayor calidad de la democracia participativa. Antes bien, puede constituir una forma cristalizada de contención de la participación civil. Con una visión optimista se puede pensar en un proceso múltiple de desarrollo de las formas de control social sobre el Estado y de las formas de cogestión emprendidas por la sociedad organizada, condiciones que facilitaron la transición de la lucha armada a la negociación y la competencia democrática.3 

			Llegados a este punto cabe plantear la pregunta que se hicieron Patiño y Salinas: “¿La existencia de múltiples recursos de control a la gestión pública, entre ellos la Veeduría Ciudadana; garantiza menores índices de corrupción?” La respuesta es decepcionante, los mecanismos de control “han sido insuficientes, pues la corrupción como fenómeno que desangra las arcas públicas existe, y lo peor agudizan la crisis económica del país y hunden aún más a nuestra sociedad en el atraso” (Patiño González & Salinas Parrado, 2015).

			Las experiencias de poder popular construido desde abajo, como en los casos brasileño, boliviano, venezolano y cubano que estudiamos en este libro, enseñan que la esencia de la democracia participativa no radica en la forma de la representación sino en el protagonismo de las clases populares, desde la conciencia de sus necesidades y la confianza en sus capacidades para que la acción colectiva remueva las desigualdades de poder y riqueza. De ahí nace el compromiso social, una nueva moral pública y la verdadera representatividad.

			Notas del capítulo 1

			

			
				
					1 En el contexto mexicano deliberadamente se hacen fracasar los muy limitados mecanismos para combatir la corrupción, está ausente un sistema de vigilancia social que contenga e impida las diversas formas de apropiación por el capitalismo privado de funciones y el patrimonio público y social. Por eso resulta pertinente que los movimientos sociales mexicanos tengan referentes sobre esta concepción del control ciudadano sobre el Estado que los colombianos han instituido con la Ley 850. 

				

				
					2 Director del Programa por la Paz, creado por la Compañía de Jesús en 1987, que en sus primeros diez años financió cerca de 1000 proyectos para fortalecer a la sociedad civil.

				

				
					3 En 1997 se firmaron convenios de paz que incluyeron la inserción de las FARC en el ámbito partidario y electoral.
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